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INTRODUCCION 

El Derecho como producto social, es un todo concebido co 

mo una unidad que engloba una multiplicidad de aspectos de --

las más diversas indoles, tantas, como hechos humanos repercu 

ten en las relaciones sociales; así, interesa el Derecho, des 

de el nacimiento del hombre, momento en el cual adquiere la -

personalidad jurídica, hasta el momento de su muerte, en que 

la pierde; sin contar las variadas anteriores al nacimiento o 

posteriores a la muerte, por considerar de importancia su - -

trascendencia social. 

Si bien la justicia (y los demás valores jurídicos supre 

mos) representan el criterio axiológico que debe inspirar al 

Derecho y, si bien éste, no quedará justificado sino en la me 

dida en que cumpla las exigencias de tales valores; sin embar 

go, el derecho no ha nacido en la vida humana por Virtud del 

deseo de rendir culto u homenaje a la idea de justicia, sino 

para colmar una ineludible urgencia de seguridad y de certeza 

en la vida social. 

Es por ello que la presente tesis, que, someto a su.-sisM-

pre atinada consideración la haya denOminado "ESTUDIO JURIDI 

CO DE LA FRACCION VIII DEL ARTICULO 20 CONSTITUCIONAL" sea pro 

dueto de una inquietud propia que hemos tenido en la práctica 



como postulante de la carrera de Licenciado en Derecho. 

El artículo 20 de nuestra Constitución, es quizás laprin 

cipal disposición entre los preceptos que, ubicados dentro --

del Capítulo Primero, otorgan derechos p1blicos, cuyo objeto 

es el de proteger a todas aquellas personas que por ciertas 

causas, se encuentran sujetas a un proceso criminal. 

Las Garantías que el articulo 20 Constitucional otorga a 

toda aquella persona que se encuentra sujeta a un proceso pe-

nal, están enmarcadas dentro de las Garantías Individuales. 

Históricamente, es a partir del año.1789 con la Revoluvr 

ción Francesa, cuando los regímenes estatales autolimitan la 

acción y el poder de las autoridades por ellos creadas en el 

sentido de poner un alto a la,arbitrariedad ytl abuso, reco-

nociendo una esfera jurídica mínima de libertad para el hom--

bre; es en esta época Cuando surge un nuevo orden jurídico es 

tataltondicionado al respecto de un número de libertades del 

hombre, reconocidas y aceptadas en la "Declaración de los De-

rechos del Hombre y del Ciudadano". 

Las primeras Constituciones Políticas de México /ndepen7 

diente, establecieron algunos derechos flindamentales del indi. 

viduo, sin método o forma y más bien como declaraciones román. 

ticas. 



Asimismo, la libertad es un factor imprescindible para - 

el logro de la teología que cada individuo persigue. En es-- 

tas condiciones, la libertad se revela como una potestad insu 

perable de la naturaleza humana, como un elemento esencial de 

la persona. La libertad es la facultad que debe reconocerse 

al hombre, dada su naturaleza racional para determinar su con 

ducta, sin más limitaciones que las señaladas por la moral y 

por el Derecho. El ser humano nace libre, y por lo tanto, su 

derecho de vivir libre no es el regalo de alguna autoridad, -

sino una consecuencia lógica de su, propia naturaleza. 

El hombre considerado abstractamente como persona, está 

dotado de la potestad libertaria. Pues bien, dentro de la con 

vivencia humana, dentro del conglomerado social, en las melti 

relaciones que surgen entre los miembros de la sociedad,. 

la libertad como factor.abstracto deontológico del hombre, ha. 

pugnado por transmitirse en algo real, como la libertad misma,' 

sin olvidarse de la libertad que debe respetarse como garantia 

individual del gobernado, que es el mótivo.del presente traba, 

jo i y debe resolverse expeditamente. 

El trabajo en comento, tiene como propósito determinar, 

cuándo es factible hacer la renuncia penal.  para.el tórmino de 

ser procesado excepcionalmente y de ser posible, 'hacer una re 

forma a la fracción VIII del artículo Constitucional enromeni 

to, y no quedar al. arbitrio del juez la libertad de una perno 

na y así 'el procesado no quede en estado de indefensión, 
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CAPITULO I 

ANTECEDENTES HISTORICOS 

El derecho se ocupa de las relaciones que las cosas guar 

dan para el hombre, incluso se intrinca en el mundo de las -

ideas para penetrar hasta la mente humana en busca de nuevos 

ámbitos que regular. 

El Derecho como producto social, es un todo concebido co 

mo una unidad que engloba una multiplicidad de' aspectos de las 

mds.diversas índoles, tantas, como hechos humanos repercuten-

en las relaciones sociales; así, interesa el Derecho, desde el 

nacimiento del hombre, momento en el cual adqUiere la persona`. 

lidad jurídica, hasta el momento de su muerte, en que 14 pies 

de; sin contar las variadas anteriores al nacimiento o.poste-• 

riores a la muerte, por considerar de importancia su tr4seen-

dencia Social. 

Si bien la justicia (y los demás valores jurídicos supre 

mos) rePreSentan el criterio axiol6gico que debe inspirar al-, 

derecho y, si bien éste, no quedará jüstificado sino en la me 

dida en que cumpla las exigencias de tales valores; sin embar 

go, el Derecho no ha'nacide en la vida humana por virtud del 

deseo do rendir culto u homenaje a la idea de justicia, sino-. 
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para colmar una ineludible urgencia de seguridad y de certeza 

en la vida social. 

En este panorama encontramos el Derecho Penal, que en mi 

concepto es tan solo la manifestación de los fenómenos de los 

que el Derecho se ocupa de regular; y en donde encontramos un 

mínimo de garantías a que tiene derecho todo inculpado. 

El artículo 20 de nuestra Constitución, es quizás la prin 

cipal disposición entre los preceptos que, ubicados dentro del 

Capítulo Primero, otorgan derechos pUblicos, cuyo cuyo objeto 

es el de proteger a todas aquellas personas que por ciertas 

causas, se encuentran sujetas a un proceso criminal. 

Las garantías que el artículo 20 Constitucional otorgaa 

toda aquella persona que se encuentra sujeta a um proceso•pe-

nal, están enmarcadas dentro de las Garantías indiViduales. 

Históricamente, es a partir del año 1789 con la Revolu-

ción Francesa , cuando los distintos regímenes autolimitan la 

acción y el poder de las autoridades por ellos creadas en el-

sentido de poner un alto a la arbitrariedad , y al abuso, teco.! 

nociendo una esfera jurfdiCa minima de libertad para elhanbre; 

es en dsta époda cuando surge un nuevo orden-jurídico estatal 

condicionando al respecto de un numero de libertades delhordue, 

reconocidas y aceptadas en la "Declaración de los derechos del 



Hombre y del Ciudadano". 

Las primeras Constituciones Políticas del Méxibo Indepen 

diente, establecieron algunos derechos fundamentales del indi 

viduo, sin método o forma y más bien como declaraciones román 

tibas. 

Asimismo, la libertad es un factor imprescindible para 

el logro de la teología que cad ;individuo persigue. En estas 

condiciones, la libertad se revela como potestad insuperable-  

de, la naturaleza hulana, como un elementoesencial de la perso, 

na. La libertad es la facultad que debe reconoOrae al hombro, 

dada su naturaleza racional para'determinarau conducta, sin 

más limitaciones que las señaladas por lamoral y:por el Dere.  

cho. El ser humano 'nace libre, y por lo tanto, au derecho de 

Vivir libre no es el regalo de alguna autoridad, sino una -- 

consecuencia lógica dasu propia naturaleza. 

El:hombre considerado abstractamente como persona, : eatá 

dotadodé la potestad libertaria. Pues bien, dentro de la con 

vivencia humana, dentro del conglomerado social, en las mUlti 

ples relaciOnes que surgen entre los mieMbrOa de la sociedad, 

la libertad.como factOrabstracto deontológico del. hombre, ha 

pugnado por traamitirse en algo real, como la libertadmisma, 

sin olvidarse dé la-libertad de solicitar mayor plazo para su 

defensa que es el motivo del presente trabajo. 
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1. La inquisición en México 

A trav6s de nuestra historia, sabemos que el estableci—

miento de la inquisición en nuestro pais, trajo consecuencias 

graves, ya que escociéndose en el objetivo de dicha Institu- - 

Ción, se dieron persecuciones y venganzas con el propósito de 

apropiarse de los bienes del acusado, culminando en auténti--

cas ejecuciones. 

Sobre su fundación y establecimiento en la Nueva España, 

Guillermo Colín Sénchez, nos dice: "... el 25 de enero de - 

1569, se funda el Tribunal del Santo Oficio para las Indias - 

occidentales y el 16 de agosto de 1570, el virrey Don Martín 

Enríquez recibe orden de establecerlo en todo el territorio - 

de la Nueva España, depignandwinquisidores generales á Don - 

Pedro Moya y Contreras y a Don Juan de Cervantes". (1) 

La fundación de este Tribunal, tuvo - como principal<obje7 

tivo el de defender a la iglesia católica de las Ideas heréti-, 

caz, 'por lo tanto, sus principales integrantes eran miembros 

de esa Institución. 

(1) COLIN SANCHEZ, Guillermo. Derecho.  Mexicano de prodedimieh 

tos penales.,  Editorial,  Porrúa. México. 1993. p. 31 



Es importante destacar a los integrantes del tribunal -

del Santo Oficio, así como las principales funciones que de-

sempeñaban y al respecto el autor en consulta refiere: "El -

tribunal estaba integrado por las siguientes autoridades: in 

quisidores, secretarios, consultores, calificadores, comisa-

rios, promotor fiscal, abogado defensor, receptor y tesorero, 

familiares, notarios, escribanos, alguaciles, alcaldes e in-

terpretes" (2). Entre los integrantes de esta Institución se 

menciona al abogado defensor, lo que nos lleva a pensar que 

el acusado de herejía no,  estaba a merced de los inquisidores, 

sin embargo, no era así, porque el abogado defensor era una 

mera figura decorativa, toda vez que aunque hubiera querido 

desempeñar realmente su funci6n, no se lo permitían y aún --

más, los defensores de esta época, abrigan siempre el temor 

de que a su vez, fuesen ellos acusados de ser cómplices de - 

su defensa y que tambien fuesen enjuiciados. 

De las autoridades encargadas de la administración de 7 

justicia, en la etaPa que nos ocupa, la Inquisici6n fue la -7 

que mejor document6 sus procesos, es por ellos que podemos - 

darnos cuenta de las funciones desarrolladat y de lgó céle-7

btes personajes enjuiciados por el procedimiento inquisito-

rio. 

(2) COLIN SANCHEZ, Guillermo. Op. Cit. p. 32 
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"La función de los inquisidores consistía en interrogar 

a los acusados, en oir las declaraciones de los testigos y -

en inquirir, por cuantos medios tuviese a su alcance, sobre 

la conducta de las personas que eran señaladas de herejía". 

(3) 

Lo que más llama la atención entre las funciones que co 

mentamos, destaca la facultad del inquisidor de allegarse de 

pruebas o indicios que le ayudaran a comprobar la conducta -

herética del acusado, de donde podemos comprender la magnitud 

de tal facultad, quedando prácticamente dicho acusado al airbi 

trio del inquisidor. 

Por otra parte, el inicio del procedimiento inquisito--

rio, se daba al tener el menor indicio de que una persona te 

nfa prácticas heréticas; los medios más conocidos eran: la - 

acusación, delación y pesquisa, ésta última era la más uSual. 

Lo más relevante de este - Institución por cuanto a nues 

tro interés compete, es precisamente el procedimiento inqui-: 

sitoriO, los métodos usados para determinar la resPonsabili 

dad de los acusados en' la comisión dél delito de herejía. 

(3) 	GONZALEZ BUSTAMANTE, Juan José.. Derecho proCesal penal 

mexicano. Editorial Porréa. México. 1992. p.'11.  



El jurista Luis de la Barreda Solórzano al comentar so-

bre el desarrollo del proceso inquisitorial, nos dice: "sal-

ta a la vista que entre sus rasaos principales estaban el u-

so de la tortura, el secreto de las diligencias, las colosa-

les desventajas para la defensa y el papel crucial que en to 

do proceso jugaba el inquisidor que presidía". (4) Inmediata 

mente llama la atención el hecho de que como signo distinti-

vo del procedimiento sea el uso de la tortura para obtener -

la confesión del reo, misma que por la forma obtenida, se da 

ba más por librarse de los tormentos a que era sometido el -

inculpado, que por la veracidad de la acusación.:Sin embargo, 

por muchísimos añoS se consideró que la confesión era el me-

dio idóneo para demostrar la responsabilidad del acusado .e -

incluso "la confesión fue elevada a la cdspide jerárquica en 

el universo probatorio".(5) 

Todos los medios de investigación Usados porlos ingUi-

sidores llevaban por medio obtener la ponfesión del reo. Pe-

ro los integrantes del Tribunal no solamente se dedicaban a 

investigar, sino que: "en el mismo proceso el Tribunal deSem 

peñaba las tres funciones que en el antiguo se encontrablIn--

diferenciadas: Lenta a su cargo la acusación, la defensa y - 

la decisión.".(5) 

(4) DE LA BARREDA SOLORZANO, Luil. La tortura en México. Un  
análisis JurSdico. Editorial Porrda.. MáSico, 1883. P.58 

DE LA BARREDA SOLORZANO, Luis. Op. Cit. p. 54 

GONZALEZ BUSTAMANTE, Jüan ¿resé. Op. Cit. pi 12 



Después de 300 años de existencia del Tribunal del San 

to Oficio en nuestro país, durante los cuales se cometieron- 

las peores violaciones a los derechos humanos, por los inte- 

grantes de dicha Institución: por fin se dieron visos para - 

terminar con ella, porque: "el 22 de. febrero de 1813, las Cor 

tes de Cádiz suprimieron el Tribunal de la inquisición en - 

se dio a conocer esa determinación. el 8 de junio 

Mismo año,-  pero el 21 de.enero de 1814, Fernando VII lo esta 

bleció nuevamente, y no fue hasta el 10 de junio dé 1820, --

cuando se suprimió definitivamente".(8) 

nes quedaba cerrada una etapa de la administración de justi7 

cia'en.Méxicm sien enlbSrgO, s1111 Solamente quedaba en 

(7) ZAMORA PIERCE, Jesds. Garantías y proceso  penal.  

EditOrial Porrda.. México. 1992. p. 120 

COLIN SANCHEZ, 	 Op. Cit. p. 33 
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Esto viene a corroborar lo que hemos dicho,que el reo o 

acusado estaba a merced del inquisidor, puesto que el Tribu- 

nal absorbía todas las funciones y astas eran incuestionables 

Se refinaron los métodos de tortura, como si la verdad resi- 

diera en los músculos y en:lbs nervios del acusado. 

Ante las inclemencias del tormento el acusado se confe-

sará responsable, si con ello puede hacer que lo dejen de --

atormentar. "Este es el medio más seguro para absolver a los 

criminales robustos y condenar a los inocentes débiles..."(7) 



muerta, porque la influencia de dicho pensamiento seguirla -

imperando en las posteriores generaciones. 

2. Epoca del México independiente 

La Independencia de nuestro país se logró hasta el año 

de 1821, comenzando con esta fecha una nueva era en el proce 

dimiento penal mexicano, porque "antes de la consumación de 

la Independencia de México, el proceso penal se encontraba -

regido por el sistema de enjuiciamiento inquisitorio. La Ley 

investía al juez de un poder omnímodo que afín no queriéndolo 

no podía eludir y el procedimiento penal se caracterizaba --

por una falta absoluta de garantías para el acusado, las 'pri 

siones indefinidas, las incomunicaciones rigurosas que se --

prolongaban para arrancar la confesión del acusado..."(9) 

Como podemos observar, la garantía de libertad del go-

bernado se reducía a nada, siendo razonable que un sujeto pa 

deciera angustia, por su impotencia e incluso sintiera terror 

cuando se le acusaba de la comisión de algún delito. Todo --

ello a pesar de que antes de consumarse la Independencia, se 

dictaran leyes que prohibía la tortura como medio de investi-

gación. 

(9) 	GONZALEZ BUSTAMANTE, Juan José.'Op. Cit. p. 81 



a) Decreto Constitucional para la libertad de América 

Latina. 

El primer antecedente que prohibe la tortura en nuestro 

pais como medio para obtener la confesión del reo, lo tenemos 

en los Elementos Constitucionales de Ignacio López Rayón, --

quien en 1811 instaló en Zitácuaro la Suprema Junta Nacional 

.Americana y en el punto 32 de oste documento se estableció: 

"Queda proscrita como bárbara la tortura, sin que pueda lo - 

contrario eón admitirse a dincusión".(10) 

Por deágracia para los mexicanos de esa época, esas dis 

posiciones quedaban 0nicamente plasmadas en los documentos,-

pero la realidad a la que se enfrentaban era otra muy distin 

ta. 

Otro de los antecedentes lo encontramos en los Sentimien 

tos de la Nación, prerarados por José Maria Morelos y Pavón, 

la Constitución fue sancionada en Apatzingán el 22 de oetubre 

de 1814: Dicha Constitución en su art£culo 22 indica que: " 

Debe reprimir la ley todo rigor que no se contraiga precisa-

mentea asegurar las personas de loá acusados".(11) 

(10) TEMA RAMIREZ, Felipe. Leyes fundamentales  de México 

180871987. Editorial Porróa. MéXico. 1992 
,(11) TEMA RAMIREZ¡ 	Op. cit.. p. 34 
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Este precepto reprime toda molestia que se causara al de 

tenido y sujeta a la autoridad, a que dnicamente se contraiga 

precisamente a asegurar la persona del acusado, desde luego, 

cuando la detención se debiera dar por causa justificada. 

De una trascendencia maydscula resulta el principio esta 

blecido en el artículo 30 de esta misma Constitucién, porque 

establece que: "Todo ciudadano se reputa inocente mientras no 

se declare culpado".(12) Debemos entender que la inocencia - 

del ciudadano debería presumirse hasta en tanto no se le dic-

taba una sentencia condenatoria y no interpretarse como el he 

cho de que el detenido hubiera declarado su culpabilidad; es. 

detir, que solamente el órgano jurisdiccional tiene la facul-

tad de.declarar a una persona inocente o culpable, pero des-7. 

pués de haber agotado toda una secuela procesal; pero a con--

trario sensu, no, escrito en ningdn ordenamientoluridict, pe-

ro llevado fielmente a la práctica, adn en la actualidad, es 

aquel refrán de la Revolución MeÑicana, "jusilehlb, luego ve-

riguamos", o lo que vendría siendo lo mismo, -eres culpable en 

tanto no demUeStres tu inocencia. 

En cuanto a la Constitución de 1824, también contiene --

disposiciones de tipo prohibitivo hacia el tormento; sanciona 

da el cuatro de octubre de ese mismo año en el articulo 

(12) Ibídem. 35 

11 



b) Las Siete Leyes Constitucion3les de 1836 

Aten cuando el Congreso Constituyente de 1836 tuvo mn.es-. 

ptritlyconservador, protector, social. y libertario, porque es 

tableció un Supremo Poder Conservador, no pase desapercibido: 

por sus integrantes del problema de lá iMpartición de juSti-. 

cia, porque en la Ley Quinta,. artículo 49 estatuyó que: "Ja-

más podrá usarse de tormento para la averiguación de ningln 

gdnero de delito"(14). Como podemos observar es una garantia 

que tutela la garantfa del detenido para gozar de su integri7 

dad corporal y`en cierta forma moral, porque la disposición - 

que comentamos no especifida a que tipo de tormento se refie-: 

re, por lo cual debemos entender que se refiere a toda 

de tormentos. Teniendo como antecedente el procedimiento:in--

0isitatio;• es ilógico que, se trata de rodear al detenido de 

(13) TENA RAMIREZ, Felipe. Op. Cit. p. 190 
(14) ZAMORA FUERCE, Jests. 
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149, tajantemente expresa: "Ninguna autoridad aplicará clase 

alguna de tormento, sea cual fuere la naturaleza y estado del 

proceso".(13) Con esta disposición, se garantizaba la inte-

gridad de la persona sometida a un juicio: desde luego consi-

deramos que dentro de la misma, se comprendía la etapa de ave 

riguación previa, porque se refiere a que ninguna autoridad -

estaba autorizada para aplicar clase alguna de tormentos y es 

pecificar que en cualquier etapa del procedimiento así como 

la naturaleza del mismo. 



garantías tendientes a terminar con los abusos anteriores. 

c) Proyecto de Constitución ¿le 1842 

Hubo dos proyectos de Constitución en 1842,sin embbrgo, 

el que tiene mayor importancia para el caso que nos ocupa, en 

el segundo proyecto, porque en la fracción XVI del artículo 

13 responzabiliza a las autoridades que ejecuten o consientan 

zas detenciones arbitrarias, textualmente disponen: " son res 

ponsables de detenciones arbitrarias las autoridades que la - 

ejecuten y las que dejen este delito sin castigo". (15) 

Es razonable considerar que con esta disposición se está 

tutelando la libertad del individuo y que indirectamente está 

prohibiendo la tortura, y llega más allá., pOrque inclusive ha 

ce responsable a las autoridades que ejecuten  detenciones ar-

bitrarias y a las que dejen sin castigo'al delito de detener 

arbitrariamente a una persona. Sin embargo, podemol preguntar 

nos, ¿cuándo y en qué términos se debería considerar que una 

detención se consideraba arbitraria? Si la misma autoridad --

aplicaba el calificativo, entonces no existieron detenciones 

arbitrarias aunque de hecho la realidad social haya mostrado 

lo contrario. 

(15) TENA RAMI8EZ, Felipe. Op. Cit. p._375`  



d) constitución de 1857 

En la sesión del Congreso Constituyente del día 19 de a-

gosto de 1856, el señor Vallarta pronunció un discurso en el-

que manifestó: "... siendo una verdad el furor sangriento, - 

los grillos y las cadenas, los calabozos y las cárceles, el - 

secreto y la incomunicación, y sobre ese cuadro de desolación 

... repito, nuestros conatos deben dirigirse a remover esos -

abusos, a cortar ese mal".(16) Muy a pesar de estos grandes - 

propósitos, por, erradicar todo maltratamiento hacia los acusa 

dos de haber cometido algán delito, los ilustres pensadores .7 

juristas de esta época, no vieron cristalizar sus ideas, por-

que en la Constitución de 1857, nada se estipuló que prohibie 

ra o sancionara los abusos cometidos en contra de los deteni-

dos, por ello otro gran jurista, al comentar sobre. esta Cons-

titución, nos dice: "El tormento es prohibido en' todos los -- 

textos Constitucionales de ese perfodo,semejante prohibición 

se encuentra inexplicablemente ausente en la Conatitución de 

1857".(17) Sin duda alguna esta Constitución se caracteriza 

por haber consagrado el eapíritu individualista y la mejor -

integración de la defensa de las garantías individuales, pero 

lo Plasmadwen ella lejos de representar la conquista de los, 

Constituyentes,.son el reflejo de sus anheloP. 

(16) ZAMORA PIERCE, Jesds, Op. Cit. p. 226 
(17) Ibídem. p. 170 

14 
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3. Motivaciones del Constituyente de 1917 para regular las 

garantías del gobernado. 

La Constitución de 1857, que cristalizó el Plan de Ayu-

tla, que fue la bandera politica del partido liberal en las 

guerras de Reforma, implanta el liberalismo e individualismo 

puros, como regímenes de relaciones entre el Estado y los --

miembros de éste. 

Más que regímenes de gobierno propiamente dichos, más - 

que sistemas de organización política y jurfdica, el Indivi- 

dualismo y el liberalismo implican las posturas que el Esta- 

doi como entidad superior, puede adoptar Afrente a sus miem- 

bros en las constantes relaciones entre ambes Dichos regíme 

nes traducen pues, como todos los demás que son adVersos 

diversos (socialislo, intervencionismo estatal, etc.) la es-

fera de actividad, de competencia del Estado en sus relacio-

nes-  con los gobernados, demarcando la injerencia:  de sus. 6rga 

nos en el ámbito de conducta de aquéllos. 

Pues bien, ambas posturas estatales, individualista :y li 

beral, derivan claramente del articulado 

- de los Derechos del Hombre de .1789,,y se 

en nuestra Constitución Federal de 1857, cuyo' prtieulo prime 

ro dice a la letra: "El pueblo mexicano reconoce que les dere 

chos del hombre son la bas5-y el objeto de las instituciones 

sociales. En consecuencia, declara que todaS las leyes y te-- 



das las autoridades del país deben respetar y sostener las - 

garantías que otorga la presente Constitución. Efectivamen 

te, del precepto que acabamos de transcribir se desprende --

que el Código Político de 1857 consideró, fiel a la tesis in 

dividualista, que los derechos del hombre no sólo son el ob-

jeto de las instituciones jurídicas sino su base misma. los-

autores de dicha Constitución, además implícitamente se de--

clararon partidarios del jus-naturalismo en materia de dere-

chos del hombre. 

Pero, además, la. Constitución de 1857 no sólo adopta --

una posición francamente individualista, sino que implanta -

también el liberalismo como régimen de relaciones entre el . 

Estado y los gobernados. En efecto, de la segunda parte del 

artículo primero se desprende que toda autoridad debe respe-

tar y sostener las garantías individualeá y enAa. exposición 

de motivos relativa se expresa: El Congreso estimó como ba-

se de toda prosperidad, de todo engrandecimiento, lz Unidad.  

nacional; y por tanto, se ha eMpefiado en que las Institucio-

nes sean un vínculo de fraternidad, un medio seguro de lle—

gar a'establecer armonías y ha procurado alejar cuanto pro-. 

ducir pudiera choques y resistencias, colisiones y conflic--

tos'!(18) lo cual viene a indicar, sin dejar lugar a dudas, - 

'que el Estado está reputado como un mero vigilante de las re 

(18) Diario de Debates del.Congreso Constituyente de 1856- - 

1857. T. I. México. 1960. p. 320 
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laciones entre particulares, cuya ingerencia surge cuando el 

desenfrenado desarrollo de la libertad individual acarrea --

disturbios en la convivencia social. 

Pasando ahora a los derechos individuales Públicos espe 

cíficos contenidos en la Constitución de 1857, diremos que -

encierra los mismos que la Constitución vigente, dentro de - 

los cuales sobresalen por su singular importancia los conteni 

dos en los artículos 14 y,16 Constitucionales, a los cuales-

nos referiremos menos someramente con posterioridad. 

Contrariamente a lo que acontecía con otros ordenamien+, 

tos jurídicos mexicanos y extranjeros que consagraban los de 

rechos del hombre en forma meramente declarativa, sin brindar 

un medio para su protección, la Constitución de 1857 institm, 

ye el juicio de amparo, reglamentado por las distintas leyes 

orgénicaS que bajo su vigencia se fueron expidiendo,' tal. como 

genérica y básicamente subsiste en nuestra Constitución vigen 

te, cuyos artículos (de aMbas leyes fundamentales) 101 y 103, 

respectivamente, son iguales con, toda exactitud. 

- La Constitución vigente (1917) se aparta ya de la doctri 

na individualista, pues a diferencia de la de 1857, ya no con • 

sideraba a los derechod del hombre como la base y objeto de - 

las instituciones sociales, sino que los reputa como un con 

juntode garantías individuales que el Estado concede u otor- 



ga a los habitantes de su territorio. 

Se han estimado a las garantías sociales corno un conjun-

to de derechos inalienables e irrenunciables, a favor de las 

clases sociales económicamente débiles, frente a las podero—

sas. 

Por lo tanto, mientras que la Constitución de 1857 repu-

taba a los derechos del hombre como factores superestatales, 

la Constitución vigente los considera como frutó de una conce 

sisón por parte del orden jurídico del Estado. 

Como hemos visto, en la Constitución de 1857, extrañamen 

te no se estipuló en ella la prohibición del uso del tormento. 

o de la incomunicación, como medio para la investigación de. - 

los delitos, quizá debido a ello y A la realidad que durante 

sesenta años se había vivido en materia de administraciÓn de 

justicia y sobre todo hacia el respeto de la dignidad humana, 

por más qué se considere como una persána que haya Cometido - 

un delito debe ser ejemplarmente sancionada, ello no justif:i.¿. 

ca el que sus más elementales derechos. le fueren violados; 

fue.que los Constituyentes de 1917, recogieran las inquietu-

des despertadas para regular más eficazmente las garantfaS --

del procesado. Además también debieron haber tomado en cuenta 

que: "Lo primero que, debe hacer una:Constitnciem Política de 

18 
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un pueblo, es garantizar la libertaddlumana, para evitar que 

el gobierno, a pretexto del orden y de la paz... tenga algu-

na vez que limitar el derecho y no respetar su uso integro". 

(19) En grado sumo se destaba que la libertad humana debe--

ría de rodearse de todas las defensas posibles, ante el emba 

te del poder públibo, al que se enfrenta todo acusado, des-

de que inicia con su detención y hasta que cumple con su sen 

tencia. 

Durante todo el procedimiento se encuentra aún en nues-

tros días, omnipresente el poder del Estado; encargado en --

los agentes judiciales, el agente del Ministerio Público ads 

crito al órgano jurisdiccional, formando paite en el proceso 

y finalmente, al ser condenado el delincuente vuelve a que--

dar a merced del Poder Ejecutivo. 

Don Venustiano Carranza conocedor de la realidad social. 

y sobre todo del proceso Penal MeXidano, así lo demuestra en 

su mensaje y proyecto de Constituci6n, fechado. el lib. de di-

ciembre de 1916, en el cual expresó: "Conocidas son de uste-

des señores Diputados y de todo el pueblo mexicano, 1as inco-

municaciones rigurosas, prolongadas en muchas ocasiones por 

meses enteros, unas veces por castigar a  presuntos presos po-

líticos, otras para amedrentar a los infelices sujetos a ]4-

acción de. los tribunales.del crimen y obligarlos a hacer con 

(19) Diario de Debates .del Congreso Constituyente de 1916-1917 
T. I, México. 1960. .15.: 750 
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fesiones forzadas, casi siempre falsas, que sólo obedecían al 

deseo de librarse de la estancia en calabozos inmundos en que 

estaba seriamente amenazada su salud y su vida".(20) Desde -

luego, dicho proyecto tuvo influencia en los integrantes dél 

Congreso Constituyente, porque en su sesión ordinaria de fe--

cha 2 de enero de 1917, se discutió el artículo 20 del indica 

do proyecto de Constitución, y se dijo: "Ciudadanos Diputados, 

el artículo 20 del Proyecto de Constitución Contiene innova--

ciones trascendentales que transformarán por completo el sis-

tema de enjuiciamiento penal en toda la Repdblica, haciéndo-

lo más liberal y humano... pero además, contiene el proyecto 

tres innovaciones plausibles en el más alto grado: prohibe --

que se obligue a declarar al acusado en su contra por medio - 

de la incomunicación o por cualquier otro medio".(21) Como Po 

demos apreciar, prácticamente pasó textualmente la redacción 

del proyecto del artículo 20 a la Constitución de 1917, prin-

cipalmente su fracci6n II en la que quedó plasmada .esa innova 

ción. 

4. Texto vigente de la fracción VIII del artículo 20 

Constitucional 

El articulo 20 en comento, establece entre Otras garantías 

procedimentales, ).a que enmarca la fracci6n VIII de la siguien. 

te manera: 

(20) ZAMORA PIERCE, Jesós. Op. Cit. p. 172 
(21) Diario de Debates del Congreso Constituyente de 1916-

1917. T. II. México. 1960: p. 10 



Fracción VIII. Será juzgado antes de cuatro meses si se 

tratare de delitos cuya pena máxima no exceda de dos años de 

prisión, y antes de un año si la pena excediese a este tiem-

po, salvo que solicite mayor plazo para su defensa. 

Respecto al párrafo vigente de ].a fracción VIII' puedo de 

cir que la misma establece que la detenci6n preventiva no de-

be exceder de cuatro meses en delitos hasta cuya pena no exce 

da a dos años en los demás casos, será juzgadO antes de un 

año, salvo que la defensa del inculpado la prolongue. 
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CAPITULO II 

ANALISIS DE LA GARANTIA DE LEGALIDAD 

Respecto de la garantía de legalidad, podemos decir que 

ésta se formaliza cuando se llevan a cabo todas las formali-

dades idel procedimiento y se cumplen con los requisitos que 

nuestra Constitución establece en sus artículos 14, 16 y 20-

principalmente, pero para tener una mejor comprensión del te 

ma en comentario es oportuno observarlo dispuesto en los si-

guientes puntos. 

1. 	Los tres poderes del Estado y la Constitudión como 

Ley Suprema 

Cualquiera quesea la teoría sobre su origen, pero exami 

nado a la luz de los preceptos constitucionales, el poder pt 

blico sólo dimana del pueblo, en quien radica esencial.  y ori 

ginalmenté la soberanía nacional; poder que, para su ejerci-

cio, se divide en tres ramificaciones, como funciones inheren - 

tes al cuerpo político, que pneden expresarse con estos 

bes: querer, hacer y juzgar. 

Ha sido un principio fundamental para los teóricos. del 

Estado que el poder péblico, en lál,repúblicas representati- 

Vas, se divide en tres Poderes distintos independientes, 
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y que son: Ejecutivo, Legislativo y Judicial, 

"Por otra parte, la realización del poder público, cons-

tituye una de las manifestaciones activas de la soberanía, - 

como potestad concedida por el pueblo a sus gobernantes para 

ejercer ciertos derechos y facultades en el ejercicio de sus 

funciones. Analizando el Poder como una de las divisiones de 

la potestad concedida por el pueblo, la ciencia y la legisla-

ción positiva sólo admiten las tres funciones ya indicadas 

que se corresponde con los tres Poderes Estatales".(22) 

La soberanía del pueblo mexicano reside en la Constitu—

ción Política que consagra las garantías mínimas de los go--

bernados, la forma de gobierno del Estado nacional y lás divi 

siones para el ejercicio del poder públicoi Siendo nuestro --

sistema de gobierno un régimen federal, la Carta Magna consa-

gra y distribuye las' atribuciones del Gobierno Federal y t de 

las entidades federativas a través de esferas de competencia. 

Las facUltades que la Ley Fundamental brinda Al Gobierno Fede 

ral, se consagran en forma expresa; las atribuciones qué se 

conceden a los gobiernos estatales se delimitan de manera té-

' Cita, esto es, por exclusién, pues lás aue no se encuentren - 

brindadas a los poderes públicos de la Federaciéni se entien 

den concedidas a los poderes públicos de las entidades esta 

(22) TENA RAMIREZ,.Felipe. Derecho Constitucional Mexicano, 
Editorial Porrúa. México...19.91 
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tales, con la salvedad de que se encuentren prohibidas en el-

mismo ordenamiento. 

La Constitución es la norma fundamental que unifica y da 

validez a todas las legislaciones que constituyen un orden ju 

radico determinado. Es decir, unifica la pluralidad de codifi 

caciones que componen el Derecho Positivo de un Estado. De --

ahí su calidad de Ley Suprema. 

Todos sus preceptos tienen igual jerarquía y ninguno de 

ellos prevalece sobre los demás, lo que significa que la Par-

ta Magna no tiene y no puede.tener bontradicciones y que sus 

estatutos deben de observarse. En la ReptIblicaes el articu-

lo 133 constitucional el que consagra esa supremacía, 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha dictado cri-

terio donde consagra como interpretación verdadera, lo que se 

ha expresado y dice: 

"Constitución Federal. Sus Estatutos no pueden ser contra 

dictorios entre sí. Las reformas a losartfCulos 49 y 131 de 

la Constitución, efectuadas POrel Congreso dé la Unión, no 

adolecen'de inconstitucionalidad# Ya qua jurídiOmaat9 la Car 

ta Magna no tiene y no puede tener contradicciones, de tal ma 

nera que, Siendo- todos.sul preceptos de igual jerarquía, ningu 

no ide ellos prevalece sobre los• demás; por lo que no se pue7 
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de decir que algunos de sus estatutos no deban observarse por 

ser contrarios a lo dispuesto por otros. La Constitución es -

la norma fundamental que unifica y da validez a todas las de-

más normas que constituyen un orden jurídico determinado y 

conforme a su articulo 133, la Constitución no puede ser in--

constitucional; es un postulado sin el cual no se podría ha--

blar de orden jurídico positivo, porque es precisamente la --

Carta Fundamental la que unifica la pluralidad de normas qUe 

componen el derecho positivo de un Estado. Además, siendo la 

Ley Suprema de toda la Unión, únicamente puede ser modificada 

o adicionada de acuerdo con lap rlisposiciones de la misma que 

en el derecho mexicano se contiene en el articulo 135 consti-

tucional, y únicamente por conducto de un órgano especialMén-

te calificado pueden realizarse las modificacionep o adicio—

nes, y por exclusión, ningún otro medio de defensa legal como. 

el juicio de amparo es aPto para Modificarla''.(23) 

Como podemos observar, de lo anteriormente expuesto se 

puede hacer el siguiente razonamiento: La Constitución en si 

deberá' ser Modificada en sus prSueptos por otros de igual je7 

rarquia, ya que ninguno de ellos debe ser superior a los otros. 

(23) Anales de 3urisprudencia. T. XX. Pleno y Salas. México. 

:1993. p 13 
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2. Principio de Legalidad 

Los preceptos constitucionales que delinean las caracte-

rísticas de nuestro sistema de derecho, se encuentran en los 

numerales 14 y 16, mismos que consagran el prinCipio de lega-

lidad; esta garantfa individual, ordena que en la República - 

Mexicana las atribuciones de los órganos del Estado sólo tie 

nen validez si se encuentran establecidos en ley. 

"Se infiere, que nuestro sistema de derecho es legalista,. 

pues los preceptos en comento ordenan que para, que se afecte 

la esfera jurídica de los gobernados debe de existir la ley, 

la que a su vez debe estar en vigencia- con anterioridad a la 

Conducta para poder encuadrar materialmente el contenido de - 

la norma jurídica", (24) 

La Ley es el único instrumento que consagra las faculta-

des de los órganos del Estado. La esfera de competencia dolos 

poderes públicos federales y estatales se encuentra, en lo dis, 

pUesto por la Constitución.. Las facultades de los órganos del'. 

Estado que integran los Poderes del. Gobierno Federal y del go 

bierno de las entidades federativas, se establecenen la Ley 

Ordinaria. 

(24) CASTRO ZAVALA, Salvador. Practica del.  Juicio de Amparo. 

Editorial PorrtilL México. 1993. p, 49 
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Confirmando los alcances del principio de legalidad, la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, al interpretar los ar 

tículos 14 y 16 de la Constituci6n, ha formulado jurispruden-

cia que dice: 

"Autoridades. Las autoridades sólo pueden hacer lo que - 

la ley les permite".(25) 

Del inciso en comentario se desprende y se colige que el 

principio de legalidad de los artSculos 14 y 16 de nuestra --

Constitución Política engloban las garantías legales del go--

bernado, es decir; la autoridad correspondiente en su momento 

verá porque éstas efectivamente se cumplan para benefiCio del 

gobernado. 

. Obligatoriedad de la Ley 

Para gue los actos legislativos tengan el carácter de 

ley y las normas jurídicas sean obligatorias, no basta que el 

Congres0 de la Uni6n o la Legislatura de los Estados cumplan 

con el procedimiento que establece el artículo 72 de le Cons- 

titución de la flepdblida, sino que se .reqüiere que sea promul 

gada por el representante del Poder Ejecutivo. La exigencia, 

preVelece traténdose de la legislación federal o legislacio7-

nes estatales.. 

(25) 	Idem. p. 49 
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En ese sentí o, la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

ha formulado jurisprudencia que precisa los alcances de obliga 

toriedad de las leyes no promulgadas, y dice: 

"Leyes no promulgadas. No hay obligación de cumplir las 

prevenciones de una ley o reglamento no promulgados".(26) 

Cuando ha sido creada por el poder que tiene la atribu-

ción de emitirla y promulgada por el representante ejecutivo 

la ley es obligatoria desde el momento en que inicia su vigen-

cia, y se presume que su contenido es conocido por los goberna 

dos, que encuadran, dentro de los supuestos de la norma jurí-

dica. 

A este respecto la Suprema Corte de Justicia de' la lqación 

ha dictado la siguiente interpretación: 

"Leyes, obligatoriedad de las. Una ley es obligatoria, 

cuando es conocida o se presume legalmente que lo es".(27) 

La excepción a esta regla general, en materia.pénali.exis 

te cuando se da en el presunto responsable el extremo atraso 

cultural y el aislamiento social del sujeto, teniendo en tales 

cases, la calidad de atenuante el error 'o ignorancia invenci7.-

ble. sobre la existencia de la Ley Federal., 

(26) Ibídem. p. 14 
(27) Ibfdem. p. 15 



Es frecuente, que el conocimiento de las leyes se dé a --

través de las públicaciones hechas por partibulares y no median 

te su estudio en el órgano oficial que las promulga; 

puede ocurrir que existan errores en las ediciones realizadas 

por los ciudadanos, pero ello no origina ninguna contradicción, 

pues en tales supuestos los errores de imprenta no van a modi-

ficar lo que la ley ordena, aún cuando exista consenso gene--

ral y aceptación. Ello es así porque la obligatoriedad de la 

ley emana de su texto auténtico. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, dirimiendo con 

flictos de esta naturaleza, ha dictado jurisprudencia que dice 

"Leyes, texto auténtico de las. La ley debe de aplicarse 

conforme a su texto auténtico, aun cuando la publicación de la 

misma altere sustancialmente la versión aprobada por el legis-

lador".28) 

Como se observa, la interpretación citada sobre el conte-

nido de las leyes, va más allá del supuesto planteado, pues 

Prohibe en forma expresa la posibilidad de que se varíe el con 

tenido de la norma al ser Promulgada, y que no obstante se 'ha-

ga el cambio o modificación por el representante:del Poder Eje 

cutivo y en el Diario Oficial se publiqUe, lo que prevalece es 

lo que se establece en el texto auténtico como voluntad del le 

(28) 	Idem. p 	15 
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gislador. La duda que surge, en los supuestos que se examinan, 

es si se tiene formalmente promulgada y se dio satisfacción a 

la obligación de darla a conocer. En este sentido considero 

que el particular no está obligado por la ley en su texto - 

auténtico, en tanto no se promulgue y no se publique correcta 

mente tal cual aparece consagrada en su texto auténtico. 

Las codificaciones existentes con anterioridad a la ac--

tual Constitución Politiba, tiene la calidad de ley obligato-

ria, siempre que no sean contrarias a la Constitución vigente 

o que expresamente se hayan derogado. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha dictado ju-

risprudencia refiriéndose a aquellas legislaciones y resol--

viendo: 

"Legislaci6n PreConstitUcional. Tiene fuerza legal y de-

be de ser cumplida en tanto no pugne con la Constituci6n vi--

gente o sea expresamente derogada".(29) 

Resumiendo, los actos legislativos tendrán la calidad de, 

ley, siempre que cUmplan el proceso previsto por el articulo 

72 constitucional para su creación; cuando se jlaya promulgado; 

cuando se hayan publicado e inicie su vigencia; y en el caso- 

(29) 	Anales de Jurisprudencia. T. XXI. op. cit. p. 18 
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de que la publicación que se formule ya sea por particulares 

o por el Poder Ejecutivo no coincida con el texto auténtico 

que consagra la voluntad del legislador, prevalecerá ésta y 

no aquéllas. 

La ley formal y materialmente válida cuyo conocimiento-

se presume, obliga a los particulares insertos en los supues 

tos normativos que reglamenta. 

Tratándose de los órganos del Estado, la ley es el ins-

trumento que consagra las atribuciones de los poderes públi-

cos y de los órganos que los integran, sin que se pueda ir -

más allá de su contenido, al dar satisfacción a las neceailda 

des públicas para las que fueron creadas como institución. 

. La libertad de los particulares 

la libertad de los gobernados se puede estudiar en tres 

aspectos: 

Desde el punto de 'vista de los alcances dejas esfe 

ras de competencia de los poderes federales y estatales; b)  -

Examinando lomo legislado, y c) Estudiando el contenido 'de - 

la normalegislativa, que consagre derechos a favor de los 

particulares".(30) 

(30) ACERO, 'Julio. El;Protedimiento Penal. Editorial Cajica. 
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a) El primer espacio jurídico de la libertad de los -

particulares, se integra con aquello que en forma expresa no 

se brinda como facultad para los Poderes de la Federación y 

que se encuentra prohibido como atribución para los poderes 

estatales. Significa, la imposibilidad de toda actividad de 

los órganos públicos. 

Esto emana del régimen de Gobierno Federal;la Cons 

titución sólo permite a los poderes públicos federales a ha-

cer o dejar de hacer lo que les brinda como facultad expresa, 

pero si no les otorga esas atribuciones estan impedidos para 

realizar cualquier clase de acto. 

Los Estados no podrán ejercer el poder publico sobre 

Aquello que se les prohibe constitucionalmente, con indepen-"-' 

dencia de que invadan o no la competencia del Gobierno Fede7 

ral. 

El actuar más allá de las atribuciones que les brinda la 

Ley Fundamental a les poderes Públicos  de los gobiernos de la 

Federación y de los Estados, constituye un exceso de poder,..r 

porque toda actividad estatal para tener validez constitucio-

nal y licitud debe de tener su origen en la. Ley Fundamental e 

integrar su esfera'de facultades. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación interpretando 

a organización de régimen fédeyal como gobierno en -- 



jurisprudencia firme ha dicho; 

"Constitución. Federal, Las constituciones particulares y 

las leyes de los Estados, no podrán nunca contravenir las - - 

prescripciones de la Constitución Federal, ésta es, por conse 

cuencia, la que debe determinar el límite de acción de los Po 

deres Federales, como en efecto lo determina, y las faculta—

des expresamente reservadas a ellos,no puedan ser mermadas 

o desconocidas por las que pretenden arrogarse los Estados". 

(31) 

Se confirma lo apuntado, y en nuestra opinión, las res--

tricciones descritas inciden esencialmente en el Poder Legis 

lativo que es el órgano del Estado que mediante su función po 

drá legitimar los actos de los otros Poderes. 

Si el Legislador no tiene autorización constitucional pa 

ta crear leyes, por no constituir su esfera de coMpetencia, 

ese espacio material constituye la. esfera de la libertad de 

los particulares. 

La afirmación emana partiendo de la premisa de que 10 ac 

tividad legislativa dictada será contraria a la Constitución, 

porque se estaría en presenciz de un hacer de un órgano 'esta 

tal sin que tenga para,ello facultades, que vendría a concul- 

(31) Anales de Jurisprudencia. T. XX. Op. !cit. p. 40 
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car el principio de legalidad como efecto jurfdico. 

"b) Cuando no existe norma legislativa, toda conducta --

realizada por los particulares, es lfcita y válida, pues de -

conformidad con el principio de legalidad, no se trata de ac-

tos prohibidos ni sancionados por la ley, y le que no consti 

tuye obligación lenes permitido.Lo que se describe, es un es 

pacio jurídico distinto, que se consagra como el derecho de 

libertad de los particulares". (32) 

La aseveración es trascendental jurídicamente,•pues no - 

obstante que el órgano legislativo'tenga atribuciones para --

dictar normas sujetando estas conductas a la ley, en tanto no 

cumpla la función 'y se consagre como tal, ese espacio no 

gislado, constituye lo permitido a los particulares.  

La luprema Corte de Justicia de la Nación desentrañando 

los efectos jurídicos en aquello nolegislado,'ha dictado ju-

risprudencia que dice: 

" Retroactividad. No solamente puede presentarae como-

conflicto de leyes en el tiempo. Circulares. En Aquellos casos 

en que la conducta del gobernado no haYa  sido normada en for- 

(32) 	ARILLA DAZ, Fernando. El Procedindento Penal en MéXico. 

Editorial Porr6a. Mdxico. 1994. p. 123 
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ma alguna por el Poder Legislativo, de manera que no pueda -

ser constderada prohibida ni valida únicamente cuando se ciña 

a determinadas restricciones, su realiXacién constituirá el e 

jercicio de un derecho, emanado precisamente de la ausencia - 

de, una ley reguladora y tutelado por lo mismo, por el orden -

jurídico, en cuanto éste, al dejar intacto el ámbito de libar 

tad en que tal conducta es factible, tácitamente ha otorgado 

facultades para obrar discrecionalmente dentro del mismo. Por 

consiguiente, la ausencia de normas limitativas de la activi-

dad del individuo, configuran un derecho respetado por las --

autoridades, adn por el propio legislador, cuya vigencia dese 

parecerá hasta que surja una norma legislatiVa al respecto. - 

Es decir, antes de la prevencién legislativa, el derecho es--

triba en poder obrar sin taxativas;, después de ella, el dere-

cho está en obrar conforme a tal prevencién, pues mientras --

las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les faculta-

el gobernado puede hacer todo lo que dicha ley no le prohibe: 

Estableciendo que la ausencia de normas legislativas configu-

ra para el gobernado el derecho de obrar libremente, y que --

tal derecho también es tutelado por el orden jurídico, 

todo lo no prohibido por las normas 

minadas modalidades le estan por ellas permitido, tiene que - 

admitirse, que el surgimiento de una ley que regula una situa-

cién hasta entonces imprevista legislativamente, sólo puede - 

obrar hacia el futuro, ya que de lo contrario estaría Vulne'-7 

rando el artículo 14, constitucional, que estatuye que a nin- 



puna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona 

alguna . Ahora bien, si en un caso no existía ley alguna ante 

rior a unas circulares reclamadas, que fijara el precio ofi--

cial de un producto para los efectos de la cuantificación del 

impuesto de exportación, los quejosos tuvieron el derecho de 

exportar tal producto al precio que estimaron pertinente, to-

mando en cuenta para su fijación exclusivamente los costos de 

producción y un margen de utilidad. En consecuencia, las cir-

culares que rigen situaciones anteriores a la fecha de su pu-

blicación, vulnera el derecho de los quejosos, derivado pre-

cisamente de la ausencia de disposiciones legales que lo limi 

taráis o reglamentarán".(33) 

Como se observa, la utilidad del estudio en el aspecto - 

de los particulares que se examina, es Precisar el limite de 

la actividad de las autoridades; pues COMO etpacio jurSdieo 

propio, la legislación que se dicte no podrá afectar las :con-

ductas ya realizadas, pues pretenderlo serSa darle efecto .re-. 

troactivo a la ley, lo que es contrario al principio delega

lidad que en este sentidO se interpreta precisando que el Im- 

perio de la ley rige hacia hechos futuros a'partir de su vi--

gencia 

"c) Si se ha creado la ley, cesta puede contener derechos 

y obligaciones; en tal caso la libertad de los particulares - 

(33) 	Anales de jurisprudenciá. T. XXI. op. cit. p. 17 y 18 
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se integra en forma diferente. 

Los derechos concedidos por la ley son prerrogativas de 

].os gobernados que se encuentran bajo su potestad; de tal --

forma que libremente al encontrarse con la expectativa de de 

recho que la norma jurídica les brinda, puede si es su volun 

tad, materializarlo o no, sin que ello constituya un hacer o 

dejar de hacer sancionado por la ley. 

Lo prohibido por la norma jurídica es la actividad res-

tringida a los particulares por el imperio público; se impo-

ne como obligación por la ley y se sanciona su incumplimien 

to. De tal forma que la voluntad del particular no puede al-

terar el contenido de la disposición pública y . su actividad 

debe constreñirse a lo mandado por la ley y si incumple se.  - 

le reprimirá con la sanción preVista".(34) 

Cuando existe ley y consagra derechos, la libertad de - 

los partiCulares se integra con esa expectativa de derechos; 

y será el particular al través de su voluntad quien decida be 

neficiarse con su contenido, sin, que pueda ser obligado para 

ello, porque se está en presencia del ejercicio del derecho - 

de libertad que produce actos válidos constitucionalmente y- 

lfcitos en sus efectos. 

(34) GARCIA RAMI.RCZ, pérgio.' Curso de Derecho Profesa'  
Editorigl POM4,  M4x1.90.• 1993, P. 1", 
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5. Las Leyes Privativas y el Principio de Legalidad 

El artículo 13 de la Constitución de la República, esta 

blece con 	calidad de garantía individual la igualdad de 

los mexicanos ante la ley. 

La igualdad jurídica precisa características que distin 

guen a la norma jurídica; sólo la ley general, abstracta e 

impersonal podrá consagrar el respeto al precepto constitu--

cional. 

Para que tenga validez constitucional y las disposicio--

nes legales resulten obligatorias, su contenido material debe,  

rá aplicarse sin consideraci6n de especie o persona a todos 

los casos idénticos previstos en la ley, en tanto ésta no sea 

derogada o abrogada. 

Estamos en presencia de una ley especial o privativa si 

lo, que se establece en el precepto legal son hechos jurídicos 

cUyocontenido ha sido creado para aplicarse -a un caso concre 

to o A .,tima persona determinada, y si después de aplicada la -

ley se agotan sus supuestos normativos.  

"Las leyes privativas o especiales, aun cuando cumplan'. 

en su proceso creativo con las' formalidades previataá por el 

artículo 72 de la Constitución Ckneral, son actos del Poder - 

LegislatiVo que constituyen exceso de poder. por, tanto,esos 
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actos son contrarios a la Constitución, pues carecen de vali 

dez por ir en contra de la prohibición que se comenta, cons-

tituyendo así una violación al principio de legalidad".(35) 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha puntualiza 

do lo que debe entenderse por igualdad jurídica de los gober 

nados ante la ley, al interpretar los alcances del artículo 

13 de la Constitución, diciendo: 

"Leyes Privativas. Es carácter constante de las leyes - 

que sean de aplicación general y abstracta (es decir, que de 

ben contener una disposición que no desaparezca después de - 

aplicarse a un caso previsto y determinado de antemano, sino 

que sobreviva a esta aplicación y se apliquen sin considera7 

ci6n de especie o de persona a todos los cases idénticos al 

que previenen, en tanto no sean abrogadas). Una ley que care 

ce de esos caracteres, va en contra del principio de igualdad, 

garantizado por el artículo 4.3 COnstitucionali y'aun deja de 

ser una disposición legislativa, en el sentido material, pues , 

le falta algo qué pertenece a su esencia. Estas leyes 

considerarse como privativas, tanto las dictadas en el 

orden civil como en cUalquier otro orden, pues el carácter -7 

de generalf.dad se refiere a las leyes 2e tcas i85 es:)ecies y, 

(35) LOZANO, Jos(' Mara. EStudie  dele Derecho Constitucional. 
Patrio en lo relativo  nos .deredEUW derhonbre. Edito- 

porrúa. 'léxico. 1994. p. 73 
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contra la aplicación de las leyes privativas proteje el ya -

expresado arttculo 13 constitucienal".(36) 

En materia penal, la ley especial es aquella que no esta 

blece un tipo delictivo en forma general, abstracta e imperso 

nal. Su contenido, consagra el establecimiento de figuras de-

lictivas adecuables a la conducta material de determinado in-

dividuo o grupo de personas en forma muy concreta, sin que ás 

tas lleguen a constituir una clase social; ejemplo de ello, -

es poner precio a la cabeza de un individuo. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha definido la 

calidad de leyes privativas en materia penal, resolViendo: 

"Leyes Privativas. Son las penales dictadas especialmen-

te para determinada persona, como aquellas que ponen a precio 

la cabeza de cierto individuo o establecen un prócedimiento 

exclusivo para juzgarlo o condenarlo (37) 

La interpretación judicial va más ella de la ley penal,-

y preve que la prohibición constitucional existe en las leyes 

que rigen el proceso penal'. De tal forma que la ley procesal 

conculcaría el principio de igualdad jurídica, al crear un -- 

(36) Anales de Jurisprudencia. T. XX. Op. Cit. p. 56 

(37) Anales de Jurisprudencia. T. XXI.. Op, Cit. p. 32 
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proceso especial para juzgar a un indiyiduo o a determinadas 

personas . 

El precepto constitucional que se estudia, independiente 

mente de establecer la prohibición general de que se -expidan-

leyes privativas, ordena de manera muy concreta que los gober 

nados de la República no deberán ser juzgados por tribunales 

especiales. La limitaci6n constitucional, en si misma, no es 

una figura jurídica distinta, sino que está inmersa en la re-

gla general descrita. Ello resalta la voluntad del legislador 

constituyente de suprimir los fueros y privilegios de las -cla 

ses sociales existentes en la República. 

Por otra parte, los tribunales eepeciales, Son . aquellos 

6rganos judiciales o jurisdiccionales,- creados por 'la ley pa7 

ra qué en forma exclusiva conozcan y resuelvan de determina--

dos juicios, respecto de ciertas personas, sin que-tengan z--

tribuciones para dictar justicia en procesos de la misma natu 

raleza dentro' de la rama del derecho en el que les toque juz-

gar. 

Así lo ha definido la Suprema Corte de, Justicia en el 

criterio que se sustenta en la ejecutoria que se cita:.  

" Tribunales Especiales. Por tribunales especiales, se - 

entiende los que son creados exclusivamente pare conocer; en 



un tiempo dado, de determinado negocio o respecto de ciertas 

personas, sin tener un carácter permanente y sin la facultad 

de conocer de un numero indeterminado de negocios de la mis-

ma materia". (38) 

En materia penal, la prohibición constitucional que se 

comenta se confirma con la aplicación extricta de la ley que 

ordena el principio de legalidad. Si la Ley Orgánica crea --

tribunales especiales para juzgar a un gobernado y a un neme 

ro cierto de particulares, la actividad legislativa es un --

exceso de poder porque va en contra del principio de igualdal 

jurídica de los gobernados ante la ley. El efecto jurSdico 

es que la ley carezca de validez constitucional, al igual --

que todos los actos realizados por el tribunal privado. 

6. El Principio de Legalidad y las Sanciones Penales 

El principio de legalidad en materia penal restringe. la 

existencia de los delitOs y las penas al-contenido exacto de 

la norma jurldica;, sólo puede ser delito lo que la ley le da 

esa calidad y la sanción correspondiente será exclUsivamente 

la prevista como pena en la disposición legal. 

El legislador de Querétaro en el artíColo 22 del Códi-

go de la Repdblica prohíbe en forma estricta al legislador - 

(38) 	Anales: de Jurisprudencia. T. XXI:. Op.: Cit. p. 35. 

42 



ordinario el establecimiento de penas para sancionar delitos 

que sean: De mutilación, de infamia, las marcas, los azotes,-

el tormento de cualquier especie, la muerte en los delitos po 

lfticos, la multa excesiva, la confiscación de bienes, y cua-

lesquiera otras penas inusitadas y trascendentales":(39) 

De las proscritas, las que requieren interpretación jurí 

dica para desentrañar su significado, son aquellas que se de-,  

nominan inusitadas y trascendentales. 

La expresión inusitado en su acepción gramatical denota 

lo no usado no puede consebirse que la Constitución hubiera - 

pretendido prohibir la aplicación de todas aquellas penas que 

no se hubieran usado anteriormente, pues seria crear una ba--

rrera para el progreso de la ciencia penal, impidiAndose toda 

innovación en la forma de sancionar, los delitos. 

Una correcta interpretación de la dispoSición constitu—

cional es aquella que 'considera a la pena inusitada en un son 

tido de condena social, qué refleja el sentir de lacolectivi 

dad en la sociedad: rechazando como penas aquellas que son 

muy graves y desproporcionadas a la naturaleza del acto penal. 

(39) 	SILVA SILVA, Jorge Albert, Derecho Protesal Penal. 

Editorial UNAM. Mdxico. 1994. p. 203 
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Luego entonces, por pena inusitada en su contenido 	- 

constitucional debe entenderse aquella que ha sido abolida 

por inhumana, cruel, infamante, excesiva; porque no corres-

ponde a los fines que persigue la penalidad al no llenar las 

características de ser sanción eficaz, moral, personal, divi 

sible, popular, tranquilizadora, reparable y en cierta forma 

ejemplar. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sustentado 

criterio que interpreta de esta forma lo dispuesto por el ar 

tículo 22 constitucional. 

" Penas inusitadas y trascendentes, qué se entiende por. 

Segdn el espíritu del artículo 22 de la Constitución General, 

el término inusitado, aplicado a una pena, no 'corresponde --

exactamente a la acepción gramatical de ese adjetivo. En e-

fecto, inusitado, gramaticalmente hablando, es lo no usado. , Y 

no podría concebirse que la Constitución hubiera pretendido 

prohibir la aplicacióni además.de las penas que enumera en 

el citado precepto,,de todas aquellas que no se hubieran usa 

do anteriormente, porque tal interpretación haría concluir 

que aquél precepto era una barrera para el progreso de la --

ciencia penal, ya que cualquiera innovación en lá forma de 

sancionar los delitos, implicaría una aplicación de pena inti 

sitada; lo cual no, puede aceptarse. Por pena inusitada, en - 

su acepción constitucional,.debe entenderse aquella que ha -• 
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sido abolido por inhumana, cruel, infamante, excesiva; por -

que no corresponde a los fines que persigue la penalidad; --

porque no llene las características de una eficaz sanción,--

como las de ser moral, personal, divisible, popular, tranqui 

lizadora, reparable, y en cierta forma ejemplar; o bien aque 

Ilas penas que, aun cuando no hayan existido sean de la mis-

ma naturaleza o índole de las citadas. Todo lo anterior se -

desprende de los términos expresos del precepto constitucio-

nal que se comenta, al establecer que quedan prohibidas las 

penas de mutilación e infamia, la marca, los azotes, los, pa-

los, el tormento de cualquier especie, la multa excesiva, la 

confiscación de bienes, y cualesquiera otras penas inusitadas 

y trascendentales".(40) 

La pena traseerdental es la que antigUamente se imponfaa 

los parientes más próximos del delincuente con la finalidad 

de castigar a éste en su familia. Penas trascendentales son 

aqUellas que pueden afectar de modo- legal y directo a terceros 

extraños que no son responsables PenalMente  del delito:cometi:-

do, Tendrán estaoalidad aquellos penas cuyas consecuencias -

legales afecten a personas distintas del réo, como podrían.--

ser sus parientes. 

La-Suprema Corte de Justicia" de la Nación ha definído 7-

clatamente el conceptó de "trascendentales" de las penas pros 

critas por la:Constitución, al decir: 

(401 Anales de Juribprudencia. T. XXI. op. cit. 70 



La Suprema Corte de Justicia de la Nación así lo ha de-- 

terminado al decir: 

"Penas trascendentales, qué se entiende por. Se entiende 

por penas trascendentales, aquellas que pueden afectar de mo-

do legal - y directo, a terceros extraños no incriminados, pero 

no las que se pueden derivar de. los posibles-transtornds que 

puedan sufrir los familiares de los reos, con motivo de lare 

clusión que éstos sufren, puesto que dentro de este criterio, 

todas las penas resultarian traspendentalés, y es 

que en una u otra fermA, en mayor o menor grados, 

laapeitonas allegadas a los $entTttados".(42), 

(41) Anales de Jurisprudencia.. T. 	op. Cit. 
(42) Ibideb. p.'73 
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" Penas trascendentales. Las penas trascendentales de -- 

que habla el articulo 22 de la Constitución, son aquellas cu-

llas consecuencias legales afectan a personas distintas del - 

reo".(41) 

Los transtornos que pueden sufrir los familiares de los 

reos con motivo de la reclusión de que son objeto, no tienen 

la calidad de pena trascendental, porque en si mismos no reci 

ben afectación de modo legal y directo por la sentencia. Sólo 

sufren las consecuencias connaturales a la privación de la li 

bertad de un ser querido, pero no es aquello que prohibe la - 

Constitución. 
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La transgresión de lo dispuesto por el articulo 22 cons-

titucional, que signifique consagrar penal de las proscritas 

de nuestro sistema de derecho para sancionar un delito, con--

vierte en inconstitucional la norma jurndica e imposibilita -

para castigar al delincuente. 

La disposición constitucional que se examina no excluye 

como penas la sanción de muerte cuando se imponga al traidor 

a la patria en guerra extranjera, alparricida, al homicidio - 

con alevosía, premeditación y ventaja, al incendiario, al pla 

jiario, al salteador de caminos, al pirata y a los reos de de 

litos graves de orden militar; la confiscación de bienes, to-

tal o parcial, cuando por determinación judicial se adjudi-

quen como pago de la responsabilidad civil resultante de la - 

comisión del delito; la confiscación de bienes total o parcial, 

cuando se apliquen para el pago de multa impuesta al delincTn 

te; el decomiso de bienes en los casos de-enriquecimiento ilt 

cito. 

Como.se. observa, la pena de muerte es válida Cónstitmcio7 

nalmente; sólo esta,proscrita para los delitos politices, que 

son aquellos cuya motivación y cuya acción se dirigen a la con 

quisca y ejercicio.del.poder público. Desde el pinto de Vista 

objetivo se califica de ;político el delito que vA contra un té 

gimen polítido determinado, Subjetivamente se considera Políti 

,-Co el delito cometido por motivos de este carácter o por into 
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rds colectivo. La ccnfisvación de bienes total o parcial esta 

permitida en nuestro régimen jurfdico siempre y cuando se tra 

te de la adjudicación o pago de la responsabilidad civil del 

delincuente, o para cubrir multas o impuestos. 

Finalmente, el decomiso es un acto de autoridad autoriza 

do por la Ley Fundamental en los delitos oficiales que signi- 

fican enriquecimiento ilícito. 



CAPITULO ILI, 

LAS GARANTIAS. DE SEGURIDAD jURIDWA 

En las relaciones entre gobernantes, como representantes 

del Estado, y gobernados se suceden múltiples actos, imputa-

bles a los primeros, que tienden a afectar la esfera jurídi-

ca de los segundos. En otras palabras, el Estado, en ejerci-

cio del poder de imperio de que es titular como entidadijurí 

dica y política suprema con substantividad propia, desempeña 

dicho poder sobre y frente a los gobernados por conducto de 

sus autoridades. El Estado, al desplegar su actividad de im-

perio, al asumir su conducta autoritaria, imperativa y coer-

citiva, necesariamente afecta la esfera o ámbito jurídico 

que se atribuye a cada sujeto como gobernado, bien sea en su 

aspecto de persona física o de entidad moral. " Todo acto de 

autoridad, emanado por esencia del Estado y desempeñado por 

los diferentes órganos autoritarios estatales creados por el 

orden de derecho, tiene como finalidad inherente., imbíbita, 

imponerse a alguien de diversas maneras y por distintas cau-

sas; es decir, todo acto de autoridad debe, afectar a .alguna 

persona, moral o física en sus múltiples derechos; vida, pro 

piedad, libertad".(43) 

(43) BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Las,  Garantías' Individuales. 

Editorial l'orilla. México. 1954. p. 572 



Dentro de un régimen jurídico, esto es, dentro de un sis 

tema en que impere el derecho, bien bajo un carácter normati-

vo legal o bajo un aspecto consuetudinario, esa afectación de 

diferente índole y.:d4i) máltiples y variadas consecuencias que 

opera en el status de cada gobernado, debe obedecer a determi 

nados principios previos, llenar ciertos requisitos, en sínte 

sis, debe estar sometida a un conjunto de modalidades jurídi-

cas, sin cuya observancia no sería válida desde el punto de 

vista del derecho. 

Ese conjunto de modalidades jurídicas a que tiene que 

sujetarse un acto de cualquier autoridad para producir válida 

mente, desde un punto de vista jurídico, la afectacién en la 

esfera del gobernado a los diversos derechos de éste, y que - 

se traduce en una serie de requisitos„ condiciones, elementos, 

etc. es lo que constituye las garantías de seguridad jurídica. 

Estas implican en consecuencia, el conjunto general de condi-

ciones, requisitos, elementos o circunktanciad previas a que 

debe sujetarse una cierta actividad estatal autoritaria para 

generar una afectación válida de diferente índole en la esfe-

ra del gobernáde, integrada por el summum de sus derechos sub 

jetivos. Por ende, un acto de autoridad qUe afecte el 4mbito - 

'jurídico particular de un individuo come gobernado, sin. obser 

var dichos requisitos, ,condiciones, elementos. o circunstancias 

previos no será 'válido a la luz del Derecho.' 
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La seguridad jurídica in genere, al conceptuarle como el 

contenido de varias garantfas individuales consagradas. por la 

Ley Fundamental, se manifiesta como la substancia de diversos 

erechos subjetivos públicos individuales del gobernado oponi 

tales. y exigibles al Estado y a sus autoridades, quienes tie--

nen la obligación de acatarlos u observarlos. 

Esta obligación estatal es de índole activa en la genera 

lidad de los casos tratándose de las diferentes garantías de 

seguridad jurídica, o sea, que el Estado y sus autoridades:de 

ben desempeñar, para cumplir diCha obligación, actos positi--

vos, consistentes en realizar todos aquellos hechos que impli 

quen el cumplimiento de todos los requisitos; condiciones, '7 

elementos o circunstancias exigidas paraque la afectación --

que generen sea jurídicamente válida. 

A diferencia de la 'obligación estatal que-se deriva de -

la relación jurídica que implican las demás - garantías.indivi7 

dueles, y que ostenta una naturaleza negatiVa en la generali-

dad de los casos, la que dimána de lap garantías de legurided 

jurídica es eminentemente positiva en términos generales, ya 

(pie se traduce, no en un mero respeto o en una abstención de 

vulnerar, sino en el, cumplimiento efeCtivo de todos aquéllós 

requisitos, condiciones , eleMentoe o circunstancial, etc..cuya, 

observancia sea jurídicamente necesaria para que un .aetorde 



El artículo 16 de la Constituci6n, consagra garantías in 

dividuales que brindan a los gobernados certeza jurídica. 

Es una extensión del principio, de legalidad, porque com 

plementa las garantías individuales en ese sentido.-Pero en sí • 

mismo, no consagra ni contiene el principio de legalidad. 

Como se indicó en el caoítulo ánterior, es 

de la Ley Fundamental la que contiene esta prerrogativa de los 

gobernadesp- y los efectos jurídicos de lás normas se van a 

examinar en sus tárminos. 

En caMbio, lo dictado por el artf.culo 16 del Código Polí 

que desarrolle y perfecciona los 
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autoridad produzca vAlidamente la afectación particular, en -

la esfera del gobernado, que está destinado a realizar. Así, 

Verbigracia, si a una persona se le pretende privar de su li-

bertad por un acto autoritario, se la debe oír en defensa, de 

acuerdo con las formalidades esenciales del procedimiento, --

etc. requisitos o condiciones para cuya observancia la autori 

dad debe desempeñar una conducta positiva. 

1.- Las formalidades que deben observar los actos de -- 

autoridad. 



Este es en sS el objetivo y alcances de la garantía indi 

vidual que se comenta Pero la voluntad del constituyente fue 

más allá, al'precisar en forma casuística en qué actos de au-

toridad es obligado a llenar esos requisitos para afectar la,  

esfera de derechos de los gobernados. La enumeración que ahí 

se consagra de los actos de afectación es enunciativa y no --

restrictiva. 

Esto significa que lo previsto en el artículo que se exa 

mina tiene como finalidad señalar los elementos (lúe dan vali7 

dez y licitud a los actos de autoridad, con independencia 'de 

afecte o no la esfera jurídica de,  los gobernados. 

Las formalidades. que debe revestir todo acto de 

dad son: a) Que se consagre por escrito; b) Que sea dictado 
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cances del principio de le.galgdad, que es la regla general.En 

este precepto, el constituyente estableció los requisitos que 

deben satisfacer los actos de autoridad para que sean válidos 

constitucionalmente y para que su contenido produzca efectos 

jurídicos lícitos. 

Los dictados de la disposición van dirigidos a todos los 

órganos del Estado, y sus términos obligan a los poderes pú— 

blicos, con la salvedad del Poder Legislativo cuando realiza 

su función de crear leyes. 



por autoridad competente, y e) Que se funde y motive. Estudia 

remos los requisitos por separado para una mayor comprensión. 

2.- La Garantía del mandamiento escrito 

Esta garantía la podemos dividir de dos maneras, en pri-

mer lugar tratándose de autoridad y cuando se trata de parti-

culares, razón pon la cual a continuacidn las expongo. 

a) En tratándose de autoridad 

En términos constitucionales, la Voluntad de los 6rganos 

del Estado adquiere la calidad de acto de autoridad siempre 

Y cuando se consagre por escrito. 

Si el titular de la entidad pública no cumple con esta -

formalidad, auactividad sólo reflejará la existencia de anhe 

los personalea, 'pero no dará nacimiento a acto de autoridad 

formulado por el órgano del Estado que representa. 

acto de aUtoridad constitucional produce efectos ju-

rídicos cuando se establece por escrito. Es su calidad de man 

damiento escrito lo que le permite nacer a la.vída jurídica,. 

Si no se cumple este requisito, eltaxlamos en presencia de -; 

una espectattva de derecho; pero nó- lie un acto de autOridad. 

Su explicación la encontramos en que las facultades del poder 

S 4 



publico consagradas en ley, son atribuciones" abstractas, ge 

nerales e impersonales, en tanto no se Aatertaltcen, y esto-,  

Ultimo s6lo es posible cuando la autoridad formula el acto - 

por escrito para hacer o dejar de hacer lo que la ley mandar. 

(44) 

La garantía individual que se estudia, se complementa --

con la interpretación en el sentido de que todo acto de auto-

ridad debe ser firmado por el titular del 6rgano que lo dicta; 

y la firma tendrá que ser auténtica, sin que su omisión pueda 

suplirse por la firma facsimilar, o por el notificador de la 

determinación o cualquier trabajador de la institución públi-

ca. 

Esta interpretaCi6n jurídica la ha formulado el Tribunal 

colegiado de circuito en la tesis que a continuación se cita: 

"Firma.Saudamiento escrito de autoridad competente. 

E. articulo 16 constitucional señala que nadie-puede' 	ser mo— 

lestado en su persona', familia, domicilio, papeles o posesio-

nes, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad'-

competente. De. ftse lenguaje se desprende que el mandamiento 

y,  Técátca- del' Amparo 4) pilISEEI° SIERRA, Humberto. 'Teorfa' 

Editorial Porréa, México, 1993. 	'1.'170 
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escrito debe estar firmado por esa autOrIdad Competente, por,. 

que desde el punto de vista legal es: la firma lo que da auten 

ticidad a los escritos• (o la huella digital, con testigos, --

cuando ello procede). Es decir, un mandamiento escrito sin --

firma no puede decirse probedente de la autoridad competente, 

ni de ninguna otra. Y así como no podría darse curso a una de 

manda de amparo carente de firma, de la misma manera no puede 

darse validez alguna a un oficio o resolución sin firma, aun-

que segdn su texto se diga proveniente de alguna autoridad. - 

Por otra parte, para notificar un crédito fiscal al presunto 

deudor del mismo, es menester que el notificador le dé a cono 

cer el mandamiento escrito y, por ende firmado, de la autori-

dad que tuvo competencia para fincarle el crédito, pues sería 

incorrecto pensar que la firma del notificador pudiera suplir 

la firma de la autoridad competente de quien - debió emanar el. 

fincamiento del Crédito, ya que esto violarla:el artículo -. 

constitucional a comento, al no ser el notificador autoridad'  

competente para fincar .créditos.sino sólo para notificarlos. 

Este tribunal no ignora que puede ser c6modo para algún orga-

nismo fiscal girar notificaciones y liquidaciones sin necesi-

dad de motivarlas, fundarlas, ni firmarlas, 

concepto de comodidad O eficiencia así concebido,de 

ninguna manera es fundamento legal baatante para derogar una 

garantía constitucional, de los que surgiría, sin duda alguna, 

un mal social mayor. Pueses,  clare que las garantías - constitu 

cionales• no pueden ni• deben subordinarse al criterio de efi-- 



b) 	En tratándose de los particulares 

El requisito qué se analiza, en relación a los goberna—

dos produce efectos jurídicos distintos: 

"El auto de autoridad 

particular debe de notificarse mediante el .prOcedimiento que 

prevenga la ley; es el momento en - que se da a cOnOcer al ciu- 

dadano el mandaMiento público que 

está consagrado a cumplirlos. 

Ejecutoria Visible en el Volémen 76, sexta parte, pri-

mer circuito, primero administratiVe, bajo el rubro: -

Amparo directo 141/745 Tecno P14stices, S.A. Abril. de 

1975. p. 37 

ciencia de empleados o funcionarios. administrativos"..(45). 

El efecto jurídico de la firma en el mandamiento escrito, 

desde el punto de vista constitucional es darle autenticidad. 

Si el acto de autoridad consta por escrito y no está firmado 

por el titular del órgano del. Estado, carece de validez cons 

titucional por adolecer de autenticidad y su contenido no o-- 

bliga a los particulares. Sus consecuencias son; que se tenga 

por no aplicada la ley al caso concreto; y, que no se consa-- 

gren derechos y obligaciones de los particulares de manera 

que sus términos no obligan. 
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El que el acto de autoridad se consagre por escrito, va 

a permitir al gobernado probar su existencia, al través del -

instrumento que le contenga. La garantía de mandamiento escri 

to da certeza jurídica al particular porque le brinda un me--

dio de prueba que le permite acreditar la existencia del acto 

de autoridad en sus términos. 

El acto de autoridad consagrado en forma escrita da opor 

tunidad al gobernado de conocer los alcances de dos derechos 

y obligaciones que se consagran a la luz'de la ley que se a--

plica, sin que pueda variar su contenido".(46) 

Y, será a partir del momento en que se tenga por conoci-

do el acto de autoridad, que legalmente le corra el plazo pa-

ra que le impugne al través de los medios de defensa que la 

ley le brinda. Por tanto, tendrá posibilidad de hacerlo, si  -

materialmente conoce los dictados de la disposición pública, 

lo que logra al través de su contenido por escrito. 

Resumiendo, el acto de autoridad establecido por escri 

to, permite al gobernado probar su existencia. 4110 significa 

certeza-jurldica, pues al través del documento podrá acredi-

tar sus térMinos sin que se puedan, variar sus dictados,  estan 

do consciente de los alcanceá de derechos y obligaciones que 

(46) 	DEL CASTILLO DEL VALLE, Alberto. Garantías IndiVidua-- 
les y Amparo en* materia penal. Editorial Duero. 1994. 
P. 39 



se materializan al APli,CAY la ley, lo que le brinda Ya opor-

tunidad de defensa al travds de loamed01 do impugnación --

previstos en ley. 

3.- El auto de autoridad debe ser dictado por el órgano 

público competente 

El enunciado anteriormente escrito, representa en sí una 

garantía constitucional establecido en el Art/culo 16 del mis 

mo ordenamiento. 

Como sabemos, la competenCia es la facultad que la ley - 

brinda al poder publico para satisfacer las nedesidades socia 

les para las que fue creada. 

Sin embargo, la figura de la competencia puede, estudiat-

, se desde dos aspectos: con  fundamentó en la legitimidad. 

nombraMiento del servicio público que representa al órgano 

del Estado, examinándose así la validez de los actos que dic-

ta a nombre de la institución; y con base en los actos yle au-

toridad, analizando si se hace una correcta,  aplicación de la 

ley en oncordancia con sus ámbitos de validez. 

La primera de ellas, es denominada por la Suprema Corte.  

de JUsticia de la Nación como incompetencia de origen; consis 

te en él examen de la legittmidad de 'quien ocupa el cargo pfl- 
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blico y dictA los actos de autoridad que afectan la esfera ju 

rídica de los gobernados. El argumento contundente de los que 

pregonaban la Teoría de la Incompetencia de Origen y sus efec 

tos versa en la afirmación de que toda autoridad ilegítima es 

incompetente de origen, pues si no cumple con las formalida—

des que la ley exige para el desempeño de la función pdblica, 

sus actos, son sólo actos de particulares ya que no es repre-

sentante del órgano del Estado. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha dictado ju-

risprudencia donde establece la interpretación jurídica del - 

artículo 16 constitucional, en relación a la incompetencia, de 

origen, diciendo: 

" Incompetencia de Origen. La corte ha sostenido el cri 

terco de que la autoridad judicial no debe intervenir' para' re 

solver cuestiones polltiCas, que incumplen constitucionalmente 

a otros poderes; en el amparo no debe juzgarse sobre la ilega-

lidad de la autenticidad, sino simplemente sobre su competen--

cia; pues si se declara que una autoridad señalada como respon 

sable, propiamente no era autoridad, el amparo resultaría no-

toriamente improcedente. Sostener que el. artículo 16 de la 

Constitución prejuzga la cuestión de legitimidad de las autori 

dados, llevaría a atacarla soberanía de los Estados, sin fuw. 

dementé, constitucional -y por medio de decisiones de un poder - 

que, como el judicial carece de facultades para ello, convir— 
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tidndos.e en arhitrió de la existencia de Poderes que deben 

ser imdependientes de él".(47) 

Como bien lo interpreta la Corte, el Poder Judicial Pede 

ral no tiene la facultad expresa de examinar la legitimidad -

de quien ocupa un cargo publico, salvo que se trate de nombra 

mientos dados dentro de ese mismo poder; esto se desprende --

del estudio de los artículos 103, 104, 105, 106 y 107 de la -

Ley Fundamental. Si el nombramiento del servidor públiló no -

cumple con los requisitos exigidos por la ley para ocupar el 

puesto público, sólo quien lo designa puede revocarle el en--

cargo, como facultad expresa que es. 

El particular que sin legitimidad represente a una insti 

tución pública, tendrá responsabilidad política y responsabi-

lidad penal; en el primer caso, estaría defraudando la con-

fianza del pueblo como titular de la soberanía; y, en el se--

gundo caso estaría realizando la .conducta tipificada como el 

delito de ejercicio indebido de servicio público. 

Ahora bien, las necesidades sociales que debe de satisfa 

cer el órgano público no pueden quedar pendientes de -resolu7-

ojón, pues podría en grave, riesgo la existencia misma de la - 

sociedad; ante ese interés general, es una exigencia para el 

(47). 	Volumen 761, Sexta parte. op, cit. p, .38 
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particular que en forma ilegítima ocupa el. cargo de autoridad, 

desarrolle la función que al Poder Públi•c:o corresponda, en --

tanto se designa gobernante que llene las formalidades exigi-

das por la Ley Orgánica para ocuparlo. 

Al ciudadano de la República no le causa ningún agravio 

la incompetencia de origen; sus derechos y obligaciones son -

las que establecen y emanan de la ley, de tal forma que el ac 

to de autoridad que aplica la norma jurídica sólo lo materia 

liza. De ahí que resulte intrascendente quien dicta el acto; 

lo que va a afectar la esfera jurídica del particular es lá - 

ley en su aplicaci6n de donde la competencia se va a revisar 

a la luz del principio de legalidad y con base en los ámbitos 

de validez de la norma jurídica. 

La competencia, como.  requisito de validez constitucional 

y licitud de los efectos jurídicos de los actos de autoridad,'  

debe estudiarse`al amparo de la figura del principio de lega-

lidad y no en cuanto a la legitiMidad de quien ocupa la titu-

laridad deldrgano público. 

La segunda figura es denominadapor la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación como competencia constitucional y Corr'-

miste en el acatamiento del printipio.de legalidad. 

Como requisito formal de va4dez constitucional de los 



actos de autoridad, la competencia es realizar la función 0 

blica en los términos que manda la ley. 

El examen de esta competencia se hace a la luz de los --

ámbitos de validez de la disposición legal por razón del te--

rritorio, por razón de la vigencia, por razón de la materia y 

fuero, y por razón de la calidad jurídica de la persona a 

quien se aplica la ley. 

"Así tenemos que si el acto de autoridad se dicta para - 

supuestos ocurridos fuera de la jurisdicción territorial del 

órgano publico, el acto es inconstitucional al ser formulado 

por autoridad incompetente; si el acto de.autoridad 

con fundamento en una ley abrogada, que suprima las faculta--

des del órgano público, el acto es inconstitucional al ser'--

formulado por autoridad incompetente; si el acto de autoridad 

dictado para aplicarte en una materia o fuero distintO de .  

que integran la esfera de competencia del órgano del.  Este 

el acto es inconstitucional al ser formulado por autóri—

incompetente; y, si el acto de autoridad pretende aplicar 

la ley a una persona que goza de inmunidad constitucional, el 

acto es inconstitucional por ser incompetente la autoridad pa 

re apliCar la ley a_quienes se encuentran en los casos de -.—

excepción del principio de igualdad jurldica";(48)- 

(48) BURGOA ORIHUELA, Ignacio. ElZultie^de- AMparo.  
Editorial Porrda. México. 1994. p. 382 
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Los efectos' jurídicos de la declaración judicial de - -

la falta de competencia del órgano del Estarlo que dicta el 

acto de autoridad, es determinar la inconstitucionalidad del 

acto en st y de todas sus consecuencias legales. 

En materia penal, la falta de competencia ha sido obje-

to de dos tipos de interpretación jurídica por la Suprema --

Corte de Justicia de la Nación, en cuanto a los efectos jur£ 

dices que produce. La una ha sido superada por la otra, pero 

considero de interés con finalidades expositivas, señalarlas. 

La más reciente de las interpretaciones relacionaba la 

falta de competencia con el artículo 23 de la Constitución y 

concluía diciendo que no se podía juzgar por segunda vez al 

ciudadano por delitos cometidos, ya que se le conculcaba la 

garantía del non bis in idem. 

"CoMpetencia Constitucional. Efectos del Amparo que se 

concede contra sentencia dictada pot Tribunal incompetente -

por carencia de. Si la sentencia que se reclama fue pronun-!-

ciada'por autoridad sin competenCia constitucional, carece - 

Por completo de efectos, por ser ilegal en todas sulpartesy 

y es .incuestionable que ello agravia al reo, por lo cual, en 

reparaci4n, de,esa violacidn, procede coribederle el IIMPar0t,--

Ahora bien, esta Sala sostiene que, en estos casos, no proce 

64 
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de ordenar la reposición del precedimigu,tp Al hAuqr 1,410 juz-

gado el inculpado por un tribunal incompetente, pues elle 

quivaldrfa a preferir mn principio fundamental del juicio de 

amparo, que consiste en la prohibición de la Reformatio in 

peius, pues, obligando al quejoso a un nuevo proceso, se co-

rre el riesgo de que salga perjudicado con su amparo, amén de 

que se desobedecerSa lo dispuesto por el artSculo 23 constitu 

cional". (49) 

En tesis anterior se sustentó el criterio de que lo re—

suelto por autoridad incompetente es nulo, y todo lo actuado 

no produce efectos jurídicos; lo que el articulo 23 protege -

como garantia individual, es que no se juzgue al gobernado --

dos veces por el mismo delito; pero por autoridad competente; 

el amparo y protección de la justicia federal se brinda para 

que el particular sea juzgado por la autoridad con facultades 

para hacerlo 

"Non bis in idem, inoperancia del principio .de,' cuando - 

el Tribunal que concede en primer término es incompetente La 

Constitución establece, tratándose de una persona a quien se 

atribuye un delito; que sea juzgada legalmente (.artfculo 

t49). 	EjecutorSa Visible Vol. 91-96. 2a. parte. op; cit. pi 
16 
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párrafo segundo] y que no pueda sex juzgada dos veces por el 

mismo delito (artículo 23),, Y', obvamente, esta tintina garan-

tía no abarca a quien ha sido juzgado ilegalmente por tribu--

nal incompetente y después juzgado por el 6rgano jurisdiccio-

nal que corresponde; porque no es enjuiciado dos veces confor 

me a derecho, sino sólo aquella en que se sometió al 6rgano -

competente, puesto que es principio de derecho procesal uni--

versalmente admitido, que todo lo que un juez incompetente re 

suelva, es nulo de pleno derecho°.(SG) 

Considera incorrecta la primera de las interpretaciones 

que se han descrito. Si la aplicación de la ley se realiza --

por autoridad incompetente en virtud de los ámbitos de 

dez, el acto de autoridad es inconstitucional y también sus - 

efectos jurídicos. Los derechos y obligaciones de los goberna 

dos emanan de la'norma jurSdica; si se declara la falta de --

constitucionalidad de lo Actuado, los mandamientos de la 

posición.legal subsisten como expectativa de:derecho, y en - 

tanto no se abrogue la ley, su contenido sujeta al ciudadano 

y le obligaan sus términos. Y es prerrogativa de la autori--

dad competente concretar sus supuestos en actos de autoridad,  

que Por ello. resultarán válidos y lícitos. 

En el, ámbito doctrinal se 'designa una tercera clase de - 

Isov 	IbSdem. p, 77 



competencia que se denomina jurisdiccional, Gsta figura jurf 

dica versa sobre los conflictos' que pueden surgir entre los -

órganos de 'autoridad en su esfera de competencia, con anterio 

ridad a que se dicte el acto que incida en la esfera de dere-

chos de los gobernados. 

La competencia jurisdiccional supone el debate de los --

órganos del Estado para delimitar a quien corresponda dictar 

los actos de autoridad, en términos de su esfera de atribu- - 

ciones. 

:Esta clase de controversias se resuelven por el Poder Zu 

dicial de la Federación en diferentes vías: juicio competen--

cial para dirimir cual de los Tribunales Federales es compe-

tente, o qué jurisdicción por razón del fuero tiene la facul- 

tad de dictar justicia cuando el conflicto surge entre loá --

Tribunales Federales y Locales, en términos del artículo 106 .  

constitucional y de la Ley de Amparo; y, en el juicio consti-

tucional, donde se resuelven les controversias planteadas por 

los poderes públicos que integran el Gobierno Federal y el 

bierno de los Estados federados, a la luz del artículo 105 de 

la Ley Fundamental. 

El enunciado anterior se contempla con mayor. claridad, en 

criterio sustentado POr la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación sobre la controversia que denomina negativa. 



autoridad y 

La competencia jurisdiccional está inmersa en la figura 

de la competencia constitucional, su estudio por separado es 

sólo para efectos ilustrativos, pues adquiere trascendencia -

para significar que se trata de una controversia .competencial,. 

que se plantea y se dirime, antes de que se dicte el auto de 

que se afecte la esfera de derechos de. los Ober.: 

En resumen, la falta de competencia constitucional 

autoridad que dicta el acto produce la 

dejó resuelto"por ella. 

(51) Volumen VII, la, parte. op. cit, p. 27 
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Competencia Negativa. El Pleno de 1,a Suprema Corte de - 

JustiaIa está gacultade par el arti'culo 1Q6 constitucional, y 

35 del Código de Procedimientos Civiles, para dirimir las com 

petencias negativas, que Ion aquellas en que no hay controver 

sia competencial planteada por un tribunal frente a otro, Si 

no la simple abstención de ambos tribunales para conocer de -

un negocio, pues el problema competencial consiste en la inde 

terminación del juez competente y puede presentarse con o sin 

controversia entre los. tribunales que hayan intervenido¡ de 

ahí que la facultad de la Suprema Corte de Justicia, como au-

toridad dirimente, abarque todo caso en que sea necesario de-

terminar el tribunal que deba conocer de un negocio, o que la 

pretencidn de derecho no es deducible ante ninguno".(51). 



Si la ley sigue vigente. y corblIWA 	qxpqctAgya de - 

derecho pAra la autoridad coA competencia, el Acto de autoxi 

dad puede dictarse por el órgano del Estado que asl posea la 

atribución y su contenido será válido constitucionalmente, y 

sus efectos jurfdicos lícitos.. 

4.- Garantfa Constitucional de que el acto de autoridad 

sea fundado y motivado. 

El estudio de las formalidades que ordena la constitwr,  

ci6n revista los actos de autoridad para que tengan validez y 

licitud, como medios que brindan certeza jurtdica al ciudada-

no. 

Fundar es la exigencia constitucional que obliga al titu 

lar del órgano del Estado a señalar en su mandamiento, eLar-. 

ticulo de la legislación que establece su 

cia y la facultad de consagrar derechos en favor de los par- 

ticulares o de exigir el.  cumplimiento de las obligaCiones 7- , 

que les correspondan. 

Este concepto se encuentra consagrado en la interpreta-

ción jurfdica que ha brindado la Suprema Corte de JUstieia de.  

la Nación, en-las ejecutorias que se citan; 

Fundamentación, De acuerdo con el artfeulo 16 de la - 
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esfera de Competen- 
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Constitución Federal, tod9 acto de autOXifiad debe. de estar n-

adecuada y smficrentexpeute fundado, eutendién.dOSe por ello la 

expresidn concreta y precissa del precepto legal aplicable en 

el caso".(52) 

Motivar consiste en el razonamiento contenido en el tex,  

to del acto de autoridad, donde se señala por qué los supues-

tos normativos se adecuan al acto material donde se aplica la 

ley. 

El concepto vertido, emana de la siguiente jurispruden,--

cía de la Suprema Corte de Justicia de la Nacidn. 

"Motivaci6n, concepto de la. La motivación exigida por - 

el artículo 16 constitucional consiste en el razonamiento, --

contenido en el texto mismo del acto autoritario de molestia, 

según el cual quien lo emiti6 lleg6 a la Conclusión de que el 

acto concreto al cual se dirige swajusta exactanente  a las - 

prevensiones de determinados preceptos legales. Es decir, mo-

tivar un acto es extornar las consideraciones relativas a las 

circunstancias de hecho que se formuld la autoridad para esta 

blecer la adecuacidn del caso concreto a la hipótesis legal". 

(53) 

Al establecer los' elementos que se describen, en el acto 

de autoridad, éstos brindan al gobernAdo seguridad jurSdica 

(52) . Vol. 12...3a. parte. op. cit. p. 39.  
(53) Jurisprudencia Visible en el informe de 1981.2a. sala-. 

México. 1982. p.p. .7 y 9 
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porque le permiten conocer qué codificaciones consagra la es-

fera de competencia del órgano del Estado; si la atribución -

es realmente facultad de ese poder pdblico; y, si la aplica--

ción de la ley es correcta por encontrarse en los supuestos -

de la hipótesis legal. 

Como se observa, esta garantía individual, permite cono--

cer en el ámbito jurídico la validez del acto de autoridad, - 

para efectos de determinar si sus consecuencias son lícitas o 

constituyen un exceso de poder. 

La falta de fundamentacidn y motivación en las resolucio 

nes' pdblicas, produce la validez del acto de autoridad; pero 

no le quita la atribución .a la institución pdblica de dictar 

un nuevo acto donde cumpliendo con los requisitos constitúcio 

tules, sujete al particular al contenido de su. mandamiento. 

Así lo ha resuelto la Suprema Corte de Justicia de la Na. 

ción en las ejecutorias que se citan: 

"Fundamentación y motivaCión, Garantías de. Respetandolasr  

las responsables pueden repetir la tesoluci6n..La protección-

constitucional, concedida para que respeten las garantías 4111.  - 

fundamentaciónymotivacOni Instituidas por los artículos 

14 y 16 constitucionales, se entienden sin perjuicio de  

que 	la autoridad responsable púede emitir, en su sea°, 
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nueva resolución legalmente fun.dAdA Y jnotivada",(54) 

La declaración de tncoastítucionaUdad del, acto de auto-

ridad y sus efectos, por la falta de fundamentación y motiva-

ción, deja en posibilidad al poder público de carácter admi—

nistrativo de dictar un nuevo mandamiento autoritario, pero -

no lo obliga a dictarlo. 

Así lo ha resuelto la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación en la jurisprudencia que dice: 

"Fundamentación y motivación, amparo en caso de la Garan 

tía de. Si el acto reclamado no es intrínseca y radicalmente 

anticonstitucional porque no evidenlia en sí mismo la.  falta - 

de norma alguna legal o reglamentaria que pudiera justificar-7. 

lo (como sucedería, por ejemplo, respecto de un acto dictado'. 

sin competencia constitucional) para obtener, de modo indUbi-

table, una conclusión pobre la constitucionalidad o inconsti-

tucionalidad de dicho acto, que yendo más allá de su aspecto 

formal trascendiera al fondo, esto es, a su contenido, sería 

preciso hacer un estudio exhaustivo de todas las leyes y re-. 

glamentos, a fin de poder determinar Si existe o no alguna --

dispósilión que le sirva de apoyo, estudio que no es dable 

realizar en, el juicio de amparo. Llámese violación procesal 

(54) 	IbfdeM. p. 10 
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o formal (los dos tdrminos se han emplearle indistintamente en 

la jurisprudencia, aunque el primero en verdad, no con inta—

chable propiedad) a la abs tencidn de expresar el fundamento 

y motivo de un acto de autoridad, lo cierto es que tal abstén 

cidn impide juzgar• el acto en cuanto al fondo, por carecer de 

los elementos necesarios para ello, pues desconocidos tales -

fundamentos y motivos, los mismos no pueden ser objeto de a--

preciacidn jurídica alguna. La separad& de la violación co-

metida, mediante el otorgamiento del amparo, consiste en de--

jar insubsistente el acto formalmente ilegal; pero no juzgada 

la constitucionalidad del propio acto en cuanto al fondo por 

desconocerse sus motivos y fUndementos, no puede impedirse a 

la autoridad que emita un nuevo acto en el que purgue los vi-

cios formales de la anterior, el cual, en su caso, podría re-

clamarse en un amparo, entonces st, por violaciones de fondo 

concernientes a su fundamentad& y motivaci6n ya expresados. 

Si bien no puede impédirse a la autoridad que reitere el .acto, 

con tal que lo funde y motive, tampoco puede Obligársele a --

que haga su reiteracidn, pues si la propia autoridad encuen-

tra que, ciertamente, el acto reclamado no podría apOyarse en 

irreprochables motivos y fundamentos legales, estará en apti-

tud de no insistir en los mismos. En consecuencia, la conce-

sión del amparo contra un acto no fundado ni motivado dniCa-

mente constriñe a la responsablea dejarlo insubsistente, más 

no a reiterarlo purgando esos vicios formalea",(55), 

(55), 	Informe de 1981. op. cit. p. 17 



Tratándose de los actos judiciales o jaxIsdipcionales,-

la falta de fundamentación y motivación constituye una viola 

ci6n de garantías que debe repararse en todo momento; ello 

en virtud de que la garantía de audiencia ordena que enlos - 

juicios deben respetarse las formalidades esenciales de todo 

procedimiento, y como garantía procesal constituye una obli-

gación de hacer ineludible el que funde y motive los actos -

de autoridad. 

El acto de, autoridad fundado y motivado permitirá e los 

Tribunales de amparo, examinar su validez constitucional a - 

la luz del principio de legalidad; si el fundamento argüido 

no resulta la disposición legal exactamente aplicable al ca-

so, se declarará la inconstitucionalidad del acto de autori7 

dad; ello se puede apreciar apropiadamente, en los motivos 

que sustentan los argumentos con lo que se Concluye que la - 

hipótesis de la norma encuadra en la conducta material en la. 

que se aplica La falta de constitucionalidad del acto recla< 

mado será absoluta, e impedirá a ese poder Oblido dicta un 

nuevo mandamiento en los mismos 'supuestos. 

Así lo ha resuelto el Tribunal Colegiado, en la juris 

prudenCia que'a continuación se cita; 
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"Fundamentación y motivación, violación formal y material. 
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Cuando el qxtIck219 16 constiuci.caal establece la obligación 

paga las: autoridades de fundar y ,InotOar sus actos, dicha 

bligación se Setiaface, desde el punto de vista formal, cuan. 

do se expresan las normas legales aplicables, y los hechos 

que hacen que el caso encaje en las hipótesis normativas, Pe-

ro para ello basta que quede claro el razonamiento sustancial 

al respecto, sin que pueda exigirse formalmente mayor ampli—

tud o abundancia que la expresión de lo estrictamente 'necesa-

rio para que sustancialmente se comprenda el argumento expre-

sado. Sólo la omisión total de motivación, o la que sea tan - 

imprecisa que no dé elementos al afectado paradefender sus - 

derechos o impugnar el razonamiento aduCido por las autorida-

des, podrá motivar la concesión del amparo por falta formal - 

de motivación y fundamentación. Pero'satisfechos estos. requi-

sitos en forma tal que el afectado conozca la esencia de los 

argumentos legales y de hecho en que se apoyó la.autoridadi - 

de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba 

en contrario de, los hechos aducidos por la autoridad, y para 

alegar en contra de su argumentación jurtdica,, podrá conceder 

se o no, el amparo, por incorrecta fundamentación y motivación 

desde el punto de vista material o de contenido, pero no por 

vi9lación formal de la garantía de que se trata, ya que . dsta. . 

comprende ambos asPectos'!.(56) 

(56) 	Ibídem. p. 19 



76 

La garantfa en estudio, brinda certeza jurídica al ciuda 

dano porque le permite conocer; si el caso de autoridad tiene 

su origen en la esfera de competencia del poder públibo; si -

la aplicación de la ley es correcta; y de ahf, si la autori--

dad resulta ser competente o no para dictar el acto que afec-

te la esfera jurfdica de los particulares. 



CAPITULO IV 

CASO DE EXCEPCION PARA RENUNCIAR 

AL TERMINO CONSTITUCIONAL PARA SER 

JUZGADO DE ACUERDO AL ARTICULO 20 

DE NUESTRA CONSTITUCION 

En cuanto a su duración, los juicios penales se rigen -

por dictados del artículo 20, fracción VIII de la Constitu - 

ción, que al respecto indica: 

"Articulo 20, En todo juicio del Orden penal tendrá 

el acusado las siguientes garantías... VIII. Será juzgado an 

tes de cuatro meses si se tratare de delito cuya pena máxima 

no exceda de dos años de prisión; y antes de un año si la pe'. 

na máxima excediere en ese tiempo,.salvo que solicite mayor 

plazo para su defensa". 

Pero para una mejor exposición que vaya de acuerdo con 

el título de este.capttulo, será importante 'observar y expo7. 

ner los puntos siguientes. 

1.- Naturaleza juridica de la fracción VIII del artículo 

20 Constitucional 

"El Mensaje.dixigido pot VanustianosCarranza al COnsti-

tuyente de Oueretaro con fecha priMeto de diciembre de 191G, 
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al referirse al artículo 20 del Proyecto de Constitución, di 

ce en su trigásimprimerpárrOfo; Hasta hoy no se ha expedido 

ninguna ley que fije, de una Tilanera clara y precisa , la dura 

ción máxima de los juicios penales, lo que ha autorizado a --

los jueces para detener a los acusadós por tiempo mayor del 

que fija la ley al delito de que se trata, resultando así --

prisiones injustificadas y enteramente arbitrarias. A reme - 

diar todos estos males tienden las reformas del citado artí-

culo 20". (57) 

En la 27a Sesión Ordinaria del Congreso Constituyente -

de 1916, celebrada la tarde del martes 2 de enero de 1917, se 

leyó el Dictarán sobre el artículo 20 del Proyecto de Consti-

tu:ció:1. En dicho Dictamen se califica de gran innovación la - 

contenida por la fracción VIII, la cual fija el máximo del 

término dentro del cual .debe pronunciarse la sentencia en jui 

cios del orden criminal. 

El artieulo 20, fracción VIII, de la Constitución' de --

1917¡ garantiza al acusado en todo juicio del orden criminal. 

que: " Será juzgado antes de cuatro meses si se tratare de dé 

litos cuya pena máxima no exceda de dos años de prisión; y 

antes de un año si la pena máxiMa excediere de ose tiempo". 

(57) MANCILLA OVANDO, Jorge Alberto, Laagbarantías• Individua  

les y su aplicación en el:proceso penal. Editorial 

Porra México. 1994, 



1.0,1 
4:02.' 11,3 

St11.4 	» 

Con esta norma, el Derecho Constitucional Mexicano con—

quista cimas inalcanzadas. La garantía de brevedad no se en*. 

cuentra en los textos constitucionales de las Principales-  na-

ciones de Occidente, con excepción de los Estados Unidos de -

América, pero, adn en el caso de esta nación, los términos fi 

jos y claros que señala nuestro artículo 20 para la consuma—

ción del proceso se comparan favorablemente, por su precisión, 

con: la vaga oferta de " un juicio rápido" a que se limita la 

Carta norteamericana. Por la misma razón, el texto de nuestro 

artículo 20 supera al del artículo 5A de la Carta suscrita en 

Roma, Italia, el cuatro de noviembre de 1950 por la Convención 

Europea para la Salvaguarda de los Derechos del Hombre y las 

Libertades Fundamentales, pues éste se limita a recomendar --

que toda persona detenida tenga el derecho a ser juzgada en - 

un plazo razonable, 

Si consideramos la garantía de brevedad en forma aislada, 

fácilmente podemos llegar al absurdo de equiparar justiciacen 

rapidez. El proceso más justo sería el mád breve. El summun 

de justicia se lograría cuando los juicios terminaran el mismo 

día que se iniciaron. 

El contrapeso de la garantía de brevedad es la garantía 

de defenta. Yno puede comprenderse a la priMera' sin estudiar a 

la segunda, especialmente como derecho aprobar. 
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Especificamente nos referimos a la fracci.l'ul V, conforme 

a la cual : " Se le recibirán tal procesAdo), los testigos y 

demás pruebas que ofxeica, concediéndole el tiempo que la ley 

estime necesario al efecto y auxiliándosele para obtener la - 

comparecencia de las personas cuyo testimonio solicite, siem-

pre que se encuentren en el lugar del proceso". 

Nos referimos, únicamente, al aspecto probatorio de la - 

garantía de defensa porque los actos probatorios requieren de 

tiempo y, consecuentemente, tienden a prolongar el proceso. De 

aquí la posibilidad de conflicto entre los principios de bre-

vedad y defensa. 

A manera de resumen, podemos decir, de acuerdo.  con la na. 

turaleza jurídica de la fracción VIII del artículo 20 Consti-

tucional en comentario, que el-  proceso sea breve, quiere decir 

que sea de corta duración , qUe se termine dentro depoCetiem 

po: que se tramite con celeridad. En ello están.  interesados -

el Estado y el procesado. El primero, fundamentalmente„porque 

sólo mediante procesos breves puede lograr la finalidad claque 

la pena sea ejemplar. A los ojos de la sociedad,  porque tasen'  

tencia condenatoria que se dicta años después de cometido el 

delito, más parece inútil crueldad que razonada sanción Al ac7. 

to que.  la sociedad o comunidad ha olvidado ya. Accesoriamente, 

el PrPolso  brevedisminuye los gastos que el Estado debe erogar 

para el enjuiciamiento y encarcelación. del acusado. Por lo que 
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hace a este dltimo, es obvie el intré$ que tiene en el rápido 

fin de las molestias y el de$crédito ajenos al proceso. Ese 

interés se convierte en angustiosa espera cuando el procesado 

se encuentra sujeto a prisión preventiva, diversa de la prisi 

en definitiva sólo en el nombre, y sometido, por tanto, en un 

momento en que debemos presumirlo inocente, a una privación - 

de su libertad tan aflictiva como aquella de que será objeto 

cuando, declarado culpable, se le imponga sanción carcelaria. 

Por ello, Beccaria afirmaba que, "Para que una pena no 

sea simple violencia contra un ciudadano, debe tener, entre 

otras, la característica de ser pronta". (58) 

La primera consagración legislativa del principio de bre 

vedad de la justicia penal se encuentra en la Sexta Enmienda 

a la Constitución de los Estados Unidos de América de 1787.Es 

ta Enmienda fue votada por el Cengreso el 25 de septiembre de 

1789 y entró en vigor el 15 de diciembre de 1791, al ser ra7 

tificada por once Estados de la Unión. Su texto, en la pIrte 

que nos interesa, dice: " En 'todas las causas criminales, el 

acusado tendrá derecho a un juicio rapido". 

($9), Citado por PAVON VASCONCELOS, Francisco y Gilberto 

VAIGAS Lopez, 'Derecho' Penal Mexicano. . Editorial 

Porrda. MéXico, 1913. p. 118 
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2.- La fracción my del articulo 20. Constitucional como 

garantía del procedimiento 

Como sabemos, el sujeto activo del delito, bajo cualquie 

ra de los ttbulos de autor o participante papa a ser en el mo 

mento procesal, inculpado o imputado; contra él se dirige la 

averiguación previa, ya posteriormente; el proceso mismo..•El 

inculpado tendrá a su favor una serie de derechos públicos -

subjetivos o garantías individuales que la Constitución esta-

blece, siendo características del Derecho Penal que se dote`- 

al imputado con derechos precisos oponibles al poder público, 

por fortalecer con ésto el régimen del estado de derecho y --

prevenir las arbitrariedades del gobernante; resumiendo así 

los derechos del inculpado especificamente en las garantías 

de audiencia y defensa. 

Por otra parte,. Juventino V.. Castro refiriéndole a las 

garantías individuales se Pregunta: " Cuál es la esencia pro-

funda, la motivación individual y social, que en su hondura - 

permite la creación de normas jurídicas en un documento funda' 

mental del mismo orden y para cuyó reconocimiento los pueblos 

'luchan tanto". (59) 

Desóe luego, el establecimiento de garantías 

les solaMente-es concebible en los gobiernos• que 'se rigen por• 

(59) 	CASTRO, Juventino. Garantías y Amparo. Editorial Porrúa 
nóxico. 1993. p.>17 
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el estado de derecho, el cual consiste fundamentalmente en el 

imperio de la Ley;. derecho y ley entendidos en este contexto-

como expresión de 'voluntad general. "El estado de derecho, 

como poder regulado y limitado por la ley se contrapone a e

cualquier forma de estado absoluto y totalitario... lo que ca 

racteriza por tanto al estado de derecho, desde el ángulo de, 

nuestra consideración será el reconocimiento de los derechos, 

pdblicos subjetivos y el otorgamiento a los particulares de -.  

los medios idóneos para la defensa de los mismos".(:60). 

Finalmente, podemos afirmar que la fracción VIII del ar-

tículo 20 Constitucional, como todas las garantías que contie 

ne nuestra Carta Magna, "tienen en su esenria el carácter de-

derechos del hombre; y que no se fundan en una teoría especí-

fica del derecho natural, sino en la convicción de que el hom 

bre como tal, como persona humana, tiene derechos qUe le sbn, 

propios frente al Estado".(61) 

En los juicios del orden penal se considerán violadas`--

las leyes del procedimiento, de manera que su infracción 

fecte a lea defensas del quejoso, cuando la sentencia se fun7 

de en la cOnfesión del reo, si estuvo incomunicado antes de 

otorgarla, o si se obtuve su deolaraciOn pox medio de amena 

zas o de .cualquier otra .coacción,, 

(60), 	Ibidem. p. 18 
(61) 	ZAMORA pyzncE, 	Garantías y Proceso Pene, 

p: 112', 
Op. 
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Luego entonces, sólo con el consentimiento del indiciado 

podrá hipnotizársele, sometérsele al detector de mentiras o - 

aplicársele alguna de las drogas llamadas suero de la verdad, 

Pues todos ellos son medios que tienden a forzar su declara—

ción. 

De donde resulta oue, cometido un delito, la justicia 

puede valerse de dos procedimientos de investigación totalmen 

te inconciliables: el primero es el procedimiento inquisitorio, 

que presume la culpabilidad del indiciado y se fija,como meta- 

anica, obtener su confesión, a la cual se le otorgará pleno va 

lor y que será el fundamento inatacable del proceso y de la --

sentencia condenatoria. Evidentemente, es necesario abandonar 

ese sistema cuando una nación ha llegado a un estado de civi-

lización en el que se considera que la tortura, en todos sus 

grados, no es admisible, pues constituye un atentado intolera 

ble en contra de la persona humana. En forma generalj'no exis 

te el dia de hoy ninguna nación civilizada que admita, al me-

nos abiertamente, que la tortura sea un medio legitimo de in-

vestigar la verdad y nadie osaría hoy pretender el restablecí 

miento de ese sistema universalmente condenado. 

El segundo es el prOcedimientó acusatorio, conforme al 

cual " toda persona AcUlada de delito tiene derecho a que se-

presuma su inocencia mientras,  no se pruebe su culpabilidad.., 

tal como lo establece la Declaración Universal de Derechos 



Humanos (artículo 11). De donde resulta que el árgano de acu 

sacidn, tiene la carga de la prueba, que. no. ppede.wlexpe de-

coacciones para obtener la confesión del inculpado y que és=,  

te puede negar hasta el absurdo". (62). 

Como hemos dicho, el estado de derecho debe ocuparse "no 

Sólo de la formulacién del reconocimiento de los derechos de 

la persona, sino más concretamente el de su garantía y efica 

cia a través de sistemas jurídicos que no desconozcan al hom 

bre como persona, sino en la esencia de su dignidad, con la 

posibilidad de hacer eficaces las proyecciones prácticas de 

esos derechos inalienables que de esa misma dignidad se des-

prenden".(63) 

Muy clara alusión al procedimiento, porque indica y sobra 

ya la importancia de la posibilidad de hacer eficaces las pro 

yecciones práctibas de esos derechos, por lo que el mismo au_ 

tor Fernando Herrera resalta: "El valor del prodedimiento, - 

la necesidad de incluir en las normal un sistema eficaz de - 

exigencia para su cumplimiento, mediante el establecimiento-

dé. Causes de carácter procelal pata hacerlo posible",(64) 

(62) 	SCHMLL OADORE2, Ulieel, El sistema de la Conetitución  
Mext.caria. Editorial TeXteS UniversitarloS. EéxIco.1993. p. 205  

(631 	Tbídein. p; 207 
(.641 	CASIPRO, Juventille. Op.'Cit. p. 22 
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Es necesario que el ordenamiento jurídico le de la impor 

tancia que requiere y no solamente considera a esta parte del 

derecho procesal como algo adjetivo. Nuestra ley fundamental 

reune las características que hemos analizado, es decir que 

reconoce las Garantías Individuales, pero también establece 

los medios eficaces para su observancia, por ello, "el artícu 

lo 20 Constitucional, en mayor medida que cualquiera otra de 

las disposiciones correspondientes al capitulo de Garantías -

Individuales merece destacarse dentro de la categoría de leyes 

constitucionales de procedimientos".(65) 

Resumiendo y adentrandonos en el tema podemos decir que 

la fracción VIII del artículo 20 constitucional, cuyo texto - 

garantiza al acusado que será juzgado antes del vencimiento 

de determinados plazos, fija, de una manera clara y precisa, 

la duraci6n máxima de les juicios penales, 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha resuelto que 

los plazos señalados por la fracción VIII se cuentan a partir 

de la fecha del auto de formal prisión. 

La garantía que establece la fracción VIII del artículo 

20 Constitucional, sobre el tárnlano en que' deben fallarse los 

procesos, ha dicho la Corte en Tesis de Jurispxudencta défini 

da, "se refiere al acusado y no a  los simples indiciadós, y - 

(65) 	SCHNILL ORDOÑEZ, Ulises, Op. dit, p. 207 
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los expedientes instruidos a efecto de recibir todas las proa 

bas que pueden servir para la persecución, de un hecho delic-

tuoso, mientras no pasen de simple averiguación, esto es, en 

tanto no haya acusación contra determinada persona, sujeción 

a proceso y restricción de libertad, no tienen términO consti 

tucional para su conclusión".(66) 

Ser juzgado quiere decir ser sentenciado. El artículo 20 

Constitucional garantiza al procesado que, dentro de los pla-

zos fijados por su fracción VIII, el órgano jurisdiccional --

dictará resolución que resuelva sobre el fondo del asunto, po 

niendo fin a la instancia. 

Yla instancia en cuestión se puede decir que es la priT 

mera. La garantía de brevedad no ampara la vía impugnativade 

apelación ni el amparo, pues, en tal caso, los plazos de la - 

fracción VIII serían de imposible observancia. Si los tribu-. 

nales de apelación no dictan su sentencia dentro de los pla-" 

zos' marcados por la ley, podrá afirmarse qUe desobedecen el 

mandamiento del artículo 17 constitucional. conforme al cual 

la justicia debe administrarse "en los plazos y términos que 

fija la ley", mas no que violan la garantía' específica de bre 

vedad consagrada en la fracción VIII del artíctilo 20. 

(66) 	RIVERA SILVA, Manuel. El,  'procedimiento penal. 

Zdttorial edición. Perrrie. Mé:Oco. 1992. p. 321 
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Sin duda, el más importante problema que, deben resolver 

los intérpretes de la fracción 	es el determinar cOles -

deban ser las consecuencias de que un proceso se prolongue, 

por mayor tiempo que el señalado por la Constitución, sin ser 

fallado. 

Toda garantía individual se manifiesta como una relación 

jurídica que existe entre el Estado y sus autoridades, por un 

lado, y el gobernado, por el otro, a virtud de la cual surge 

para éste un derecho subjetivo pfiblico, con la obligación es-

tatal correlativa, la cual implica o bien una abstención (res 

peto), o bien un hacer positivo. 

La garantía de ser juzgado dentro de un lapso determina 

do, impone al poder judicial la obligación.jurídica de dictar 

sentencia, en todos los procesos penales, dentro de ese lapso, 

y no después. Dicha garantía impone igualmente al poder legis 

lativo la obligación de regular el proceso penal mediante le-

yes redactadas en tal forma que establezcan plazos y términos 

procesales que: permitan concluir el proceso y dictar sentencia 

dentro del plazo constitucionalmente precisado. 

En algunas Ocasiones, la propia Constitución establece --

cuáles serán las consecuencias de que las autoridades no Cum—

plan con las obligaciones que.. les impone una garantía. 



Así, por ejemplo, la violación de la garantía consisten.  

te en que ninguna detención podrá exceder del término de tres 

días, sin que se justifique con un auto de formal prisión (ar 

tículo 19 Constitucional)_, trae aparejada la consecuencia dé 

que los alcaldes y carceleros deban poner en libertad al dete 

nido, so pena de ser consignados inmediatamente a la autori--

dad competente (artículo 107, fracción XVIII Constitucional. 

En otros casos, la Constitución no establece, en forma 

expresa, la consecuencia jurídica de la violación. Tal es el 

caso de la garantía de brevedad. No obstante, de ello no debe 

mos concluir que la violación no lleva aparejadas consecuenci 

as dentro del ámbito del derecho, pues ello equivaldrSa a ne-

garle, al precepto que la establece, el carácter de norma ju-

rídica. 

3.- Procedencia del juicio de amparo por violación a 

esta Garantía Constitucional 

El artículo en estudio:establece lo siguiente "En todo'- 

proceso de orden penal, tendrá el inculpado las siguientes 9a 

rantías: 

Inmediatamente que lo solicite, el juez deberá Otor-

garle la libertad proyisi•onal bajo caución, Siempre y cuando 

se garantice el monto estimado de la reparación del daflo'y de 

8') 



las sanciones pecuniarias que en su caso puedan imponerse al 

inculpado y no se trate de delitos en que por su grIlvedad la 

ley eXpresmente prohibe. conceder este beneficio. 

"El monto y la forma de caución que se fije deberán ser 

asequibles para el inculpado. En circustancias que la ley de-

termine, la 'autoridad judicial podrá disminuir el monto de la 

caución inicial; 

"El juez podrá revocar la libertad provisional cuando el 

procesado incumpla en forma grave con cualquiera de las obli-

gaciones que en término de ley se deriven a su cargo en razón 

del proceso; 

"II. No podrá ser obligado a declarar. Queda prohibida - 

y será sancionada por la ley penal, toda incomunicación, inti 

midación o tortura. La confesión rendida ante,cualquir autori 

dad distinta del Ministerio Público o del juez, 'o ante éstos 

sin la asistencia de su defensor carecerá de todo valor proba 

torio; 

"III. Se le haré saber en audiencia pública, 'y .dentro de 

las, cuarenta y ocho horas siguientes a su consignación a la 7. 

justIctA el nombre de su acusador y la naturaleza y causa de 

LA acusación, A fin de que se' conozca bien el.  hecha Punible 

que pe le atribuye y pueda contestar el cargo, rindiendo en - 

este acto su declaraciónpreparatoria; 

90 
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"IV. Siempre. que lo solicite, será careado en presencia -

del juez con quienes depongan en su contra; 

"V. Se le recibirán los testigos y demás pruebas que ofrez 

ca, concediéndosele el tiempo que la ley estime necesario al 

efecto y auxiliándosele para obtener la comparecencia de las-

personas cuyo testimonio solicite, siempre que se encuentren 

en el lugar del proceso; 

"VL Será juzgado en audiencia pública por un juez o jura-

do de ciudadanos que sepan leer y escribir, vecinos del lugar. 

y partido en que se cometiere el delito, siempre que éste pue 

da ser castigado con una pena mayor de un año de prisión. En 

todo caso serán juzgados por un jurado los delitos cometidos 

por medio de la prensa contra el orden público o la segUridad 

exterior, o interior de la Nación; 

"VII. Le serán facilitados todos los datos que soliCite pa-

ra su defensa y que consten én el proteso; 

'VIII. Será juzgado antes de cuatro meses si se tratare dé 

delitos cuya pena máxima no exCeda de dos años de, prisión, y 

antes de un arito si la pena excediere de este tiempo, salvo -.-

cine solicite mayor plazo para su.defensa; 

"IX. Desde el inicio de su proceso lerá informado de los - 

derechos que en su favor consigna esta Constitución y tendrá 



derecho a una defensa adecuada, por si, por abogado, o por -

persona de su confianza. Si no quiere o no puede nombrar, de-

fensor, después de haber sido requerido para hacerlo, el 

juez le designaré un defensor de oficio .. También tendrá de-

recho a que su defensor compareica en todos los actos del --

proceso y éste tendrá obligación de hacerlo cuantas veces se 

le requiera; y 

En ningún caso podrá prolongarse la prisión o deten-

ción por falta de pago de honorarios de defensores o por --

cualquiera otra prestaci6n de dinero, por causa de responsa-

bilidad civil o algún otro motivo análogo. 

"Tampoco podrá prolongarse la prisión preventiva por --

más tiempo del que como máximo fije la ley al delito que mo-

tivare el proceso. 

"En toda pena de prisión que imponga una sentencia,. se 

computará el tiempo de la detención. 

"Las garantías previstas en las fracciones V, VII y IX 

también serán observadas durante la averiguación previa, en 

los términos y.con los reqUísites y limites que las leyes es 

tablezcan; lo preVisto en las- tracciones I y IT no estará su 

jeto a condieúdn alguna,. 

92 
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"En todo procese penal, la yictima o el ofendido por al 

gén delito, tendrá derecho a recibir asesoría julddica, a que 

se le satisfaga la reparación del daño cuando proceda, a coad 

yuvar con el Ministerio Público, a que se le preste atención 

médica de urgencia cuando la requiera y los demás: que señalen 

las leyes". 

En la reforma del 3 de septiembre de 1993, se considera 

conveniente sustituir en el parrafo primero la expresión jui-

cio de orden criminal por proceso de orden penal, que sitúa -

de manera plena el momento procedimental en que las garantías 

que dicho artículo consagra deben observarse. De igual manera 

se sustituye el término acusado por el de inculpado. 

Respecto de la fracción I del artículo en comento, otor-

ga de manera más amplia el derecho a gozar de-la libertad pro 

visional bajo caución, siempre y cuando se'garantice de Mane-. 

ra suficiente la reparación del daño y las sanciones pecunia7 

rias que puedan imPonerse al acusado, y facultándose:allitaZ. 

para fijar su monto y remitiéndose a la'legislación secunda-

riá para que ésta precise qué tipos, delictivos no tendrán el 

beneficio de la libertad caucional. 

En dicha fracciOn se prevé. que la caución; que se' fije al 

inculpado deberá ser accesible en su monto y en su forma; 

asimismo, el juez estará facultado para que en circunstancias. 
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especiales pueda disminuir el monto de la caución y revocar, 

la libertad provisional. 

Cabe señalar que el Articulo Segundo Transitorio del De 

creto de Reformas, publicado en el Diario Oficial, el 3 de --

septiembre de 1993, establece que "lo previsto en el párrafo 

primero de la fracción I, del articulo 20 Constitucional del 

presente Decreto, estará en vigor al año contado a partir de 

la presente publicación. 

En la fracción II, se reafirma la obligación de las di--

versas autoridades de respetar los derechos humanos de aque—

llas personas sujetas a procedimiento penal variando la redác 

pipón por la de "No podrá ser obligado a declarar en su contra? 

además que la ley secundaria sancionará toda incomunicación, 

intimidación o tortura, asimismo las confesiones que realice 

el inculpado deberán ser voluntarias, ante el Ministerio Pd-
ry 

-

blido o el juez; al momento de realizarlas debe estar presen-

te.su defensor, ya que, de no darse este ultimo 'supuesto, las 

mismas carecerán de todo valor probatorio. 

Con. objeto de lograr una mayor agilidad en los procedi--

Mientos penales, la fracción IV del articulo 20 permite que 

se lleven a cabo los careos, en el momento que 19 solicite el 

inculpado. Por lo que hace a la reforma de la .fraccidn VII, -

se predisa que. el derecho de plazo. para que se llegue a dic-- 



tar sentencia está subordinado al derecho de la defensa del - 

procesado, es decir, que los términos constitucionales deben 

correr en su favor y nunca en su perjuicio, menos cuando se -

trate de la oportunidad que la ley le concede para acreditar 

su inocencia. 

La fracción VIII: establece que la pisión preventiva no - 

debe exceder de cuatro meses en delitos hasta cuya pena no ex 

cede a dos años y en los demás casos será juzgado antes de un 

año, salvo que la defensa del inculpado la prolongue. 

En lo referente a la fracción XI, la reforma que se plan 

tea otorga al procesado la garantía jurídica de gozar de una 

defensa para la guarda de sus derechos, contemplando que la 

misma puede realizarse por el propio procesado, por abogado o 
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por persona de su confianza. En todos los actos del proceso - 

el defensor tendrá derecho a estar presente y será su obliga-.  

ción comparecer cuantas veces se le requiera. 

En esta reforma se adiciona un párrafo penúltimo y Ulti-

mo a la fracción. X en los que se establece quelo dispuesto - 

por las fracciones V, VII y IX, se observarán en la averigua-

ción previa "en los términos y con los requisitos que las le-

yes establezcan", enfatándose, que las Pxevistas en la frac-

ción I y II "no estarán sujetas a condición alguna", y por, lo 

que corresponde al 	párrafo consagra las garantias de - 
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las víctimas u ofendidos por el delito, relatiyas a contar - 

con asesoría jurídica, a obtener reparación. del dAflo, a poder 

coadyuvar con el Ministerio Público, a recibir atención médi-

ca de urgencia cuando lo requiera y las- debás que señalen las 

leyes. 

Basta, para integrar la norma, con referirnos al princi-

pio general de Derecho conforme al cual, los actos ejecutados 

contra el tenor de las leyes prohibitivas o de interés públi-

co son nulos (artículo Og del Código Civil). 

Luego entonces, los actos del juez que contunda un proce 

so penal más allá del límite marcado imperativamente por la - 

Constitución, van contra el tenor de una ley prohibitiva y de 

interés público, y en consecuencia, son nulos y no deben pro-

ducir efectos. Deben cesar el proceso y sus consecuencias, es 

pecialmente la prisión preventiva, si es que el procesado se 

encuentra sujeto a ella. 

El Código Penal tipifica, como delito de Abuso de Autori 

dad cualquier acto atentatorio a los derechos garantizados en 

la Constitución, y Como 'Delito Cometido en la Administración 

de justicia el emitir una resolución violando algún- precepto.. 

terminante de la ley. 

Incurre en esas conductaa delictuosas el juez que omite 

dictar sentencia dentro del plazo constitucional. Y sería una 
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contradicción en términos, el Afixmax que su conducta es, a la 

vez, delictuosa y valida para contínuar. el procese, 

No obstante lo expuesto, la Corte se rehusa a reconocer 

las consecuencias obvias de la garantía de brevedad. En Tesis 

de Jurisprudencia definida ha resuelto que: "El amparo que se 

enderece contra la violación consistente en que un proceso no 

se ha concluido dentro del término constitucional, no puede -

tener por efecto que se ponga en libertad al reo, sino sólo -

obligar a la autoridad responsable a que falle desde luego el 

proceso, absolviendo o condenando al inculpado".(67) 

Pronto la Corte se dio cuenta de que si, mediante el am-

paro, obligaba a la autoridad responsable a fallar desde lue-

go el proceso, y si ello ocurría en un momento en el que el. 

Ministerio Pdblico no había formulado adn conclusiones acusa-

torias, la sentencia tendría que ser necesariamente absoluto-

ria. Asustada por esta consecuencia, la Corte dictó.otras e•je 

en las cuales, mermando aún el ámbito de la garantI4 

sus efectos al cierre. de la instrucción por el juez 7--

responsable, quien deberá dictar sentencia una vez que se pro. 

duzcan las conclusiones del Ministerio Público y de la defen 

(171 NORIEGA ALFONSO. La naturaleza de las' Garanttas, Indivi-

' duales• en la Constitución' de' 1917. Editorial.Pordme 

México. 1990. p. 200 



IV y V del 

aunque conforme 

reo deberá ser 

ble que violan en perjuicio del acusado, las fracciones 

citado artículo 20 de la Censtituci6h; .porque 

a la fracción VIII del mismo artículo, el 

juzgado antes de un año, si la pena que -- 

pudiera 

tenerse 

imponérsele excediere de dos años de prisión, 

en cuenta que ese término es fijado sn beneficio - 

del reo, quien, por su propia voluntad y para 

fénsa, puede renunciar a ese beneficio y pedir la 

ción de pruebas, precisamente dUrante el período del pro 

cedimiento fijado para recibirlas; y no puede'  denegarse -- 

tal solicitud, sin infringir la garantta 	individual de- 

ampliación de defensa, que el mismo artículo 20 Constitucio.  

nal conceda a todo 'procesado, pues esta garantías es de mucho nta 
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Por último, la Corte se enfrentá al conflicto que puede 

surgir entre la garantía de defensa y le de brevedad. Y re--

solvi6 que la primera es de mayor gerarquia que la ánima. -

Los plazos establecidos por la fracción VIII son en benefi--

cio del procesado, quien puede renunciarlos para allegar las 

pruebas que estime le son favorables. Dijo la Corte: "Si el 

juez de la causa se niega a recibir las pruebas que ofrece 

el procesado, alegando que el proceso debla terminarse den 

tro del término que fija la fracci6n VIII del artículo 20 

Constitucional, y que ese término había vencido, a contar de 

la fecha en que se dictó auto de formal prisión, es induda 



yor valor que la que se refiere a la de que égte lea juzgado 

dentro de un breve perfodo de tiempo".(.681 

La doctrina concuerda con. la interpretacidn de la Corte. 

Refiriéndose a los términos que la Ley Procesal Federal fija 

para que se concluya la instrucción, González Bustamante dice: 

"Consideramos que esta limitación debe aplicarse en los proce 

sos cuando sea en beneficio del inculpado y de ninguna manera 

cuando le perjudique, como sucederSa si el in.ulpado o su de-

fensor hubiesen promovido pruebas que influyan decisivamente 

en el fallo judicial y que no se hubiesen desahogado. La fija 

ción de términos para que los procesos se concluyan está com-

prendida en el capítulo que se refiere a las garantSas indivi 

dueles; son limitaciones a los órganos del Poder Público en 

beneficio de los particulares; de ninguna manera en su perjui 

cio. 

Es verdad que a la sociedad le interesa que los procesos 

no Se prolonguen indefinit amente sin darles una 'oportuna solu 

cién; pero también lo es.que pi el inculpado manifiesta su vo 

luntad de que la instrucción continúa abierta más allá del --

término fijado en la ley, debe ampliarse prudencialmente, pa-

ra darle oportunidad a que 'allegue al proCeso 10$ elementos 

de prueba que sean convenientes para sus interésep,(01. 

(68) 	APOndice de JuriPprUdericiá definida, de 1985 a 1994. 
Vol. Primera Sala. Teaís, 241 	521 

(69). ' GONZALEZ BUSTAMANTE, Juan José. Derecho Procesal.Penal 
Mexicano'. Op. Cit p.' 188 
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A idéntica conclusión llega Herrera y Lasso, quien afir-

ma que; "Los términos constitucionales han sido establecidos 

en beneficio exclusivo del acusado, quien puede ampliarlos ca 

si indefinidamente",C701 

A manera de resumen, podemos decir que es más importante, 

si de importancia se hablase, el respetar una garantía de li-

bertad que una de seguridad jurídica, porque la mayoría de --

las veces la gente prefiere "morir" que perder su libertad. 

4. Consecuencias jurídicas por violación a la fracción 

VIII del artículo 20 Constitucional 

Esta disposición constitucional, es garantía de los gw--

bernados de naturaleza proceSal, que revista la calidad de'--

formalidad esencial del prd edimiento, constituye un límite - 

insuperable a la actividad del juzgador, pues le obliga a dic 

tar justicia en ,los plazos que se consagran 

Examinaremos los alcances de esta garantía para precisar 

a quiénes beneficia; en qué momento procesal es aplicable, 

partir de cuándo se computa el término y, finallente; los e--

feotes jurídicos ante su incumplimiento. 

1701 Ibídem. 
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La garantía procesal consiste en que el proceso penal de 

be ser resuelto por sentencia de fondo, en los plazos náxinos 

que se 'señalan, sin que se justifique la omisión del juzgador 

por virtud de estar pendientes de resolverse recursos ordina-

rios o cualquier obstáculo procesal; es una obligación expre-

sa, cuya insatisfaccidn constituye un exceso de poder del - -

juez. 

La Suprema Corte de Justicia de la Naci6n, ha formulado 

criterios que dice: 

"PROCESOS. TERMINO PARA CONCLUIRLOS. Conforme al artí-

culo 20 Constitucional, el proceso debe ser resuelto por sen-

tenbia de fondo, cuando haya encausado, en el plazo constitu-

cional, sin atender a las contingencias que vengan al sumarios 

así, las omisiones del juez de la Sala de Apelación, del Mi—

nisterio Público, del procesado o de su defensor, no son Méti 

to para desobedecer el Precepto Constitucional.' Sólo cuandó 

no hay, en rigor jurídico' encausado por haberse lugádo, por 

.no existir"auto de formal prisión, en quede jure se suspende 

la secuela, no puede advenir el fallo". (71) 

ObsérvesP que la garantía constitucional beneficia al 

procesado exClueivamente; sin encontrarse dentro de esa hipe-

tesis legal los indiciados. en el período de la averiguación - 

(71) 	Apéndice de:Jurisprudeaciu defPnida, Op, Cit, ID, 88 
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previa, ni los procesados que. se encPentxen suatraí,dol de la-

acción de la justicia. 

La Suprela Corte de JustIcta de la Nación. ha dIctado ju--

risprudencia que confirma este aserto; 

"PROCESOS, A QUIENES SE REFIERE LA GARANTTA DE SU TERMINO, 

DENTRO DEL PLAZO CONSTITUCIONAL. La garantía que establece la-

fracción VIII del artículo 20 Constitucional, sobre el término 

en que deben fallarse los procesos, se refiere al acusado y no 

a los simples indiciados, y los expedientes instruidos a efec-

to de recibir todas las pruebas que pueden servir para la per 

secución de un hecho delictuoso, mientras, no pasen,de,simple - 

averiguaci6n, esto es, en tanto no haya acusad& contra deter. 

minada persOna, sujeción a proceso y restricción de la liber-•-

tad, no tienen término constitucional pára su conclusión"d72) 

Consecuentemente, la garantía que se comenta, se ep.lica 

únicamente en el juicio penal; el plato para'Su término se =In. 

putaa partir del momento en que se dicta la formal prisión, 

hasta«que se dicta sentencia finiquitoria del proceso. 

La Silprema Corte de Justicia de la Nación se ha pronuncia 

de de esta manera, al expresar; 

(.72) 	Ibídem. p. 89 
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"PROCESOS, TERMINO DE LOS. El- término señalado por el ar 

tUulo 20 Constitucional no es aplicable cuando D.0 se ha dic 

tado en contra del acusado el auto de. formal psisión"1(731. 

Ahora bien, la violación de la garantía de conclusión --

del juicio penal, produce dos tipos de consecuencias: 1). Res-

ponsabilidad penal para el juez para el abuso de autoridad, y 

2) Que tales excesos, dentro del proceso, queden como hechos 

consumados en forma irreparable. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha resuelto de 

esta manera: 

"PROCESOS, TERMINO PARA CONCLUIRLOS. La violación del ar 

tículo 20 Constitucional, Fracción VIII, es inoperante si aun 

que es verdad que el quejoso fue sentenciado después de los - 

plazos que ese precepto establece,ilob hechos quedaron consu-

mados de modo irreparable; y lo que quedaría seria ilnicamente 

el derecho del acusado para exigir a los funcionarios que in- 

Currieron en esta omisión, la responsabilidad consiguiente". 

Así, el amparo que se conceda al procesado, obligando al 

juzgador: é la causa a dictas sentencia en los Plazos que...man 

da la Constitución, no tiene por 

Idem. p. 89 
(74) Ibídem. p. 91 
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lertad, sólo debe ordenar que. se falle inmediatamente en el -

proceso dictado la sentencia que corresponda. 

Así lo ha resuelto la Suprema Corte de Justicia de la Na 

ción al decir: 

"PROCESOS. AMPARO POR NO CONCLUIRLOS DENTRO DEL TERMINO 

CONSTITUCIONAL. El amparo que se 

consistente en que un proceso no 

término constitucional, no puede 

ga en libertad al reo, sino sólo 

sable a que falle desde luego el 

nando al inculpado°.(75) 

enderece contra la violación 

se ha concluido dentro del - 

tener por efecto que se .pon-

obliga a la autoridad respon 

proceso, absolviendo o conde 

En los casos en que la ConstituciónPolítica de álgUna -

entidad federativa consagre plazos que beneficien en mayor me 

dida al procesado que los que prevé la Constitución de la Re-

pablica, se aplicarán aquéllos, sin que tal determinación 

constituya una conculcación al pacto federal, violando.garan-

tías individuales. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha indicado: 

"PROCESOS, .TERMINO DE LOS. Si una constitución local esta-

blece una situación más favotable pata los reosireduciendo el 

plazo para la terminación de los procesos, esto no está en -- 

(75) 	Ibidem..p. 93 
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pugna con lo que dispone la Constitución Federal.(76) 

El precepto constitucional en estudio rige para todos --

los procesados, incluyendo aquellos que se encuentran gozando 

de la libertad provisional bajo caución; así pues no obstante 

que el inculpado no esté Sujeto a prisión preventiva, la sen-

tencia deberá dictarse en los plazoz que manda la Ley Funda--

mental. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha expresado: 

"PROCESO, TERMINO DE LOS. La fracción VIII del artículo 

20 de la Constitución, otorga a todo acusado la garantía de - 

ser juzgado antes de cuatro, meses, si se tratare de delitos 

cuya pena máxima no exceda de dos años de prisión, y antes de 

un año, si la pena excediere de ese tiempo. Esta garantía se-

refiere a los acusados sin distinción alguna, por lo que no T.  

puede alegarse que los que se hallan en libertad caucional, no 

tienen derecho a reclamarla, y, tampoco pueda servir de excusa,` 

el némero de procesos que se ventilen ante'el juez de la cau-

sa".(77) 

(76) 	Ejecutoria visible en el tomo LXXV, bajo 'el -rubro 

Amparo penal en revisión 051/42 Jasso,- Miguel. 10 de 

marzo de 1993. p. 5,960 

(77). Ibídem. p. 5,962 
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Los plazos que dicta la Constitución para que concluya- 

el proceso penal, son aplicables tanto en la primera como en 

la segunda instancia; tales aseveraciones se deducen de la g9 

neralidad del precepto constitucional, que no señala diferen-

cia o distingo, y sólo ordena que se dicte la resolución en -

los términos que manda. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha pronun--

ciado de esta manera al decir: 

"PROCESOS. Los procesos deben fellarse dentro de un año, 

cuando la pena exceda de dos años de prisión; pero elefecto - 

del amparo no consiste en poner en libertad al procesado, si-

no en obligar a la autoridad responsable, a que falle desde -

luego el asunto, absolviendo o condenando, y aunque no, exista 

jurisprudencia tratándose de aplicar dicho precepto constitu-

cional alas segundas instancias de laS causas criminales, de 

be. establecerse así,_ porque el precepto es general y no se:Ia.,. 

la diferencia o distingo".(78) 

En general, en todos los casos, el incumplimiento de la 

garantía procesal, no prodUce el efecto jurídico de tener por 

precluído el derecho de acción penal gue da -origen'al jUicio. 

Se insiste,.las consecuencias son; la responsábilidad'oficial 

del juzgador y que el acto que denota exceso de poder se ten-

ga por consumadoirreparablemente,dentro.  del proceso. 

(78) Ibídem. p.,5,963 
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Así lo ha señalado la Suprema Corte de Justicia de la Na 

ción al indicar: 

"PROCESOS, TERMINO PARA CONCLUIRLOS. La circunstancia de 

que el inculpado y quejoso no haya sido juzgado dentro de los 

términos previstos por el articulo 20 Constitucional no signi 

fica necesariamente que la acción penal se encuentre prescri- 

ta, pues 

nes 

dos 

que 

son dos problemas diversos aunque en algunas ocasio-

se le sentenciará casi-

significa una violación 

sentencia inmediata y 

pueden cenverger. El hecho de que 

años después de que se le detuvo, 

entrañaría la necesidad de dictar 

acaso la correspondiente responsabilidad del juzgador, pero 

en manera alguna la prescripción ".(79) 

Al igual que José Alberto Mancilla OVando, considero¡ --

que es más correcto el uso de la figura de la preclusión, 

rA significar que si no se dicta la sentencia en el Plazo qué ,  

ordena la Constituci6n, el derecho de acci6n no Caduca; a -

ello corresponden los supuestos del planteamiento que se des-

cribe en la sentencia de amparo. 

La prescripci6n opera cuando el actor de la conducta de-

lictiva se encuentra sustraído de la acción de la justicia, 

(79) 	Idem. p. 5,963 
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porque no se ha ejercitado el derecho de la acción penal; o - 

bien, cuando aprehendido en virtud de la orden dictada por -

el juez competente, se encuentra prófugo. 

Suponemos que en ese juicio de amparo se planteó qué e—

fectos jurídicos produce el incumplimiento de la garantía del 

hombre, cuando el proceso penal no ha sido interrumpido y só-

lo se señala como exceso de poder el no dictárse la sentencia 

en los términos que se ordenan. En tales casos se pretende ha 

cer valer la figura de la preclusión por virtud de la caduci-

dad, pero no se podría operar la prescripción si es que se te 

man en cuenta los apuntamientos ya formulados. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido 

una dnica excepción a la garantía individual del término de - 

los procesos; señala que cuando se están pendientes de recep- 

eión pruebas - del acusado y para ejercitar su derecho de defen 

sa, el procesado puede renunciar a los beneficios de lagaran 

tía y obtener ese mayor plazo qué requiere para- demostrar su 

inocencia y la determinación judicial que lo concede, no viola 

garantías, indiVidualbs. 

Retomando lo Anterior, podemos decir, que las pruebas Pa-

ra la defensa del acusado deberán ofrecerse en cualqUier tiem 

pO, siempre y cuando las mismas.benéficien al 'acusado,'coms - 

se hace- en los Códigos- de ProcedhnientoS Penales del-Estado 
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de México e Hidalgo, porque como ya lo dijinos en su momento, 

desde el punto de vista valorativo, vale más una garantía de 

libertad que una garantía procedimental y en este caso, si --

con el ofrecimiento de pruebas puede lograrse la libertad del 

acusado, éstas deberán ofrecerse en cualquier tiempo, sin im-

portar inclusive el tipo de delito. 

Quiero hacer mención que cuando tuve la inquietud de rea-

lizar mi trabajo de tesis tocando el aspecto del término o du-

ración del Proceso Penal, el texto de la fraccién VIII del ar 

tículo 20 constitucional, señalaba, como garantía del acusada 

Será juzgádo antes de cuatro meses si se trata 

re de delitos cuya pena máxima no exceda de dos'años, de pri- 

sión y antes de un año si la pena máxima excediere en ese - 

tiempo". 

Esto permitía en ocaciones a los jueces negar al procesa-

do'el Ofrecimiento y desahogo de pruebas, alegandOqué el pro 

ceso debla terminarse dentro del término que fija la fracción' 

VIII del artículo 20 constitucional, y que esetérmín0 había 

vencido, esto desde luego no ocurria en todos los casos, ye - 

que más bien en la mayoría de estos los jueces pasaban por al 

to el término o duracién de los procesos, prolOngándohse es--

tos.más allá d6 su legal duración'. Sin embargó, cuando los .i.-

jueces:pretendian ser estrictos y diligentes en el cumplimieh, 

to de la garantía del procesado para ser juzgado dentro 
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los términos que fijaba la fracción VIII del articulo 20 --

constitucional en comentario, es cuando ya no le permitían -

al procesado el desahogo de pruebas bajo el amparo de no Vio 

lar la garantía citada, lo que consecuentemente trata apare-

jada la violación de las fracciones IV y V del propio artícu 

lo 20 constitucional, que establecen la garantía de amplia—

ción de defensa. 

Lo anterior no obstante de que, ya para ese entonces la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación había emitido la si--

guiente tesis jurisprudencial: 

"Procesos, Término de los. Si .el juez de la causa se --

niega a recibir las pruebas que ofrece el procesado, alegan, 

do que el proceso debía terminarse dentro del término que fi 

ja la fracción VIII del articulo 20 Constitucional, y que 

ese término había vencido, a contar -de la fecha en que se --

dictó auto de formal prisión, es indudable que viola en per-

juicio dei acusado, las fracciones IV yV.  del citado 'artidu-

20 de la.  Constitución; porque aunque conforme a la fracciOn. 

VIII del mismo articulo, el reo deberé ser juzgadoanOS de 

un año, si la pena que pudiera imponérsele, excediere de dos 

Silos de Prialón, debe tenerse en cuenta que ese OrMinwes  - 

fijadoen beneficio del reo,.quien, por su propia voluntad Y 

pata  su mejor defensa, puede renunciar a ese beneficio y pe, 

dir la recepción de pruebas, precisaMente durante el periodo 

del procedimiento fijado Para' recibirlas, y no. puede denegar 
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se tal solicitud, sin infringir la garantía individual de am-

pliación de defensa que el mismo artículo 20 constitucional -

concede a todo procesado, pues esta garantía es de mucho ma—

yor que la que se refiere a la de que éste sea juzgado dentro 

de un breve período de tiempo.» 

Tesis Jurisprudencial que de alguna manera ya preludiaba 

y precisaba la urgencia de una reforma a la fracción VIII del 

artículo 20 de la Constitución, pero que hasta ese momento --

los jueces omitían su aplicación. 

Por lo anterior la reforma de la fracción VIII del artí-

culo 20 constitucional que actualmente en su texto señala co-

mo garantía de todo inculpado: 

VIII. Será juzgado antes de cuatro meses si se tra-

tare de delitos cuya pena méxima no exceda dedos años de pri 

Sión y antes de un año si la,pena excedieré de este tieMpo, - 

salvo que solicite mayor plazo para su defensa". 

Lo cual no deja lugar'á dudas la superlativa importancia 

que el legislador le dió al dereCho de defensa, por sobre la 

garantía de seguridad Jurídica que en un principio en su tex_. 

be original preconizaba la fracción VIII del.  referido articu-. 

lo 2T constitucional, respecto de la duración del procesó pe7._ 

nal. 
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De tal manera que con la redacción actual de la fracción 

VIII del artículo 20 Constitucional, el procesado conserva la 

garantía de ser procesado dentro de los términos que este pre 

cepto le garantiza, pero también ].e reconoce el derecho de am 

pliación de defensa, con esta reforma el juzgador ya tiene la 

obligación de respetar esta garantía al procesado y deja de - 

ser únicamente una espectativa de derecho la cual podía o no 

concederse hasta antes de la reforma. 

Todo lo anterior en bien de las personas que por diver--

sas causas tienen que afrontar un preces() penal. 



SEGUNDA: No fue sino hasta la promulgación de'las constitu-- 

cionesque empezaron a regir en el México Indepen--

diente, donde encontramos los primeros antecedentes 

que prohiben la tortura, como medio para obtener la 

confesión del reo, pero por desgracia esas disposi-

ciones quedaban plasmadas en los docuMentos, pero - 

la realidad a la que se enfrentaban era "otra; es --

por 'ello que el Constituyente de 1917. dejó plasmado 

con mayor .claridad y como garantía constitucional, 

la fracción II del articulo 20 ConStitucional, que 

esencia prohibe 'el uso 41'i:omento cómo medio - 

de investigación de los delitos. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA Js un dogma entre nosotros la aplicación exacta y 

literal de la Ley Penal, porque el silencio de esta 

Ley, que no se suple, no produce otro mal que la im 

punidad de un delincuente a los ojos de la moral, -

no de la Ley y ese mal que es siempre menor que el 

castigo de un inocente, es transitorio y pasajero, 

pues él queda remediado por completo sólo con que - 

el Legislador expida una nueva Ley definiendo el --

nuevo delito, con ésto quedan por completo garanti-

zados los intereses sociales. 
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TERCERA: _Las garantías individuales son normas jurídicas que 

imponen deberes al Estado y conceden facultades a -

los gobernados, provistas dé sanciones para asegu—

rar su efectividad. 

CUARTA: 	Los derechos del procesado, son todas aquellas ga—

rantías que la Constitución otorga a las personas -

que se encuentran sujetas a urv,procedimiento de ca-

rácter penal, derechos elevados a la categoría de - 

garantías individuales, en virtud de que la autori-

dad judicial que conoce del caso concreto, tiene di 

versas obligaciones y prohibiciones a título de re-

quisitos constitucionales que deben observarse en -

beneficio del gobernado en su calidad de procesado. 

QUINTA: 	La seguridad jurídica al conceptuarse como el cante 

nido de varias garantías individuales consagradas 

por la ley fundamental, se manifiesta como la subS7 

tancia de diversos derechos, subjetivos pdblicos in 

dividuales del gobernado, opohibles y exigibles al 

estado mismo y a sus autoridades, quienes tienen la 

obligación de respetarlos y observarlos. 

SEXTA: 	La Constitución Mexicana consagra la garantía de --

brevedad en la fracción VIII de su artículo 20. 



Conforme a ella, el acusado será juzgado antes de 

cuatro meses si se tratare de delitos cuya pena má 

xima no exceda de dos años de prisión; y antes de 

un año si la pena máxima excediere de ese tiempo. 

En esta norma queda plasmado uno de los más bellos 

logros del Derecho Mexicano. Las restantes leyes -

constitucionales del mundo occidental o bien no --

consagran este principio, o bien se limitan a enun 

ciar el deseo de que el juicio sea rápido.. 

SEPTIMA: El Código de Procedimientos Penales para el Distri 

to Federal, ley reglamentaria de las garantías con 

cedidas por la Constituci6n al acusado, contiene - 

normas que no se adecuan al principio de brevedad. 

En consecuencia, los procesos penales en México 

tienen, normalmente, una duracidn superior al año 

que la Constituci6n señala como límite máximo del 

proceso. Además, la Suprema Corte ha interpretado 

en tal forma el principio de brevedad que lo ha -

reducido de garantía constitucional, a simple tér 

mino procesal para el cierre de la instrucci6n. 

OCTAVA: La Constitución Mexicana consagra también la ga—

rantía de defensa, la cual. incluye el 'derecho a - 

que se reciban al proceSado los testigos y. demás 

pruebas que ofrezca. • Siendo la garantía de bre- 
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vedad concedida en beneficio del acusado, y 

siendo la garantía de defensa de mayor gerar--

quia que la de brevedad, el acusado puede re--

nunciar a los plazos establecidos por la frac-

ción VIII cuando considere que así conviene pa 

ra su mejor defensa. En igual forma, y a mayo-. . 

ría de razón, puede el procesado renunciar a - 

los términos que para ofrecer y desahogar prue 

bas señalan los procedimientos sumario y ordi-

nario creados en 1971. 

NOVENA: Para que el Código de Procedimientos Penales - 

sea en verdad reglamentario de las garantias - 

constitucionales de brevedad y defensa, deberá 

contener normas que dispongan: 

Que la instrucción deberá terminarse en - 

el menor tiempo posible. Cuando exista au 

to de .formal prisión y el delito tenga se 

halada una pena máxima que exceda de dos 

años de prisión, se terminará dentrO de 

diez meses; si la pena máxima es de dos 

años de prisi6n, o menor,o hubiere dicta-

do auto de sujeción a proceso, la instruc 

ción deberá terminarse dentro de tres me-

ses. Este es ya, actualmente, el texto --

del articulo 147 del Código Federal de - 

Procedimientos Penales. 
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b) 	Que los actos procesales que deben tener, lugar 

durante el periodo de juicio, es decir, las --

conclusiones, la vista de la causa y la senten 

cia, quedan sometidos a plazos que permiten su 

realización en el lapso que habrá de transcu--

rrir entre el cierre de la instrucción y el mo 

mento en que la Constitución garantiza al acu-

sado que será juzgado. Esto podrfa lograrse si 

se limita a diez días hábiles el término máxi-

mo para formular conclusiones, independiente--

mente del volumen del expediente, y si se exi-

ge al juzgador que dicte los puntos resoluti--

vos de su fallo en la vista. 

Que el plazo para el cierre de la instrucción 

se establece en beneficio del acusado y que és 

te puede renunciarlo en aras de su mejor defen 

sa. 

DECIMA: CuandO nuestro código consagre estos principios, ha- 

bra interpretado fielmente la fracción VIII, existí-

ra,,la necesaria tongruencia entre ésta y la ley que 

la reglamenta y será posible que se apliquen realmen 

te a los proceSos las nobles garantías establecidas 

por la fracción a estudio. 
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